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Radicado 11001-03-15-000-2019-01675-00
Demandante: Nación -Ministerio de Hacienda y Crédito

Público-.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCiÓN CUARTA

CONSEJERO PONENTE: MIL TON CHAVES GARCíA

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

Referencia:
Radicación:
Demandante:
Demandado:

ACCiÓN DE TUTELA
11001-03-15-000-2019-01675-00
NACiÓN -MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLlCO-
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA -SECCiÓN
TERCERA-SUBSECCIÓN A-

AUTO - ADMITE Y NIEGA MEDIDA PROVISIONAL

La Nación -Ministerio de Hacienda y Crédito Público-, mediante apoderada, interpuso
acción de tutela contra el Tribunal Administrativo deCundinamarca -Sección Tercera-
Subsección A-, con el fin de que se protejan los derechos fundamentales a la igualdad
y al debido proceso.

Solicitó como medida provisional lo siguiente:

"(.. )
Teniendo en cuenta lo anterior, se solicita como medida provisional en (sic)
URGENCIA, la SUSPENSiÓN DEL CUMPLIMIENTO DEL FALLO OBJETO
DE CUESTIONAMIENTO.

Asi las cosas, se considera que en el presente caso se configura la primera
de las hipótesis planteadas por la Corte Constitucional, relativa a la necesidad
de la medida para evitar que la amenaza existente concrete una vulneración
a los derechos fundamentales de las entidades accionantes, pues tal como
se explicó en el acápite respectivo, el derecho al debido proceso en cabeza
del Ministerio de Hacienda se encuentra amenazado por la condena impartida
por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en su sentencia del 24 de
enero de 2019.

En síntesis de no adoptarse la medida provisional solicitada se podría ver
frustrada toda eficacia de un eventual fallo que tutele los derechos
fundamentales de las entidades accionantes. ,,1

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Politica faculta a
toda persona para reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y
sumario, la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando éstos
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad
pública, o de los particulares, en los casos en que asi se autoriza.

1 Folio 13 (revés)
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El Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, establece que el juez
constitucional cuando lo considere !necesario y urgente para proteger un derecho
fundamental "suspenderá la aplicacién del acto concreto que lo amenace o vulnere" y,
dicha suspensión puede ser ordenal~l'a de oficio o a petición de parte. En efecto, el
artículo 7" de esta normativa dispone:

"Artículo 70. Medídas provisioJales para proteger un derecho. Desde la
presentación de la solicitud, cd ndo el juez expresamente lo considere
necesario y urgente para protegEr el derecho, suspenderá la aplicación del
acto concreto que lo amenace o \'ulnere.

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución
o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al
interés público. En todo caso I~Ijuez podrá ordenar lo que considere
procedente para proteger los del¡lechosy no hacer ilusorio el efecto de un
eventual fallo a favor del solicitane.

La suspensión de la aplicación SE!notificará inmediatamente a aquél contra
quien se hubiere hecho la solicitu(~por el medio más expedito posible.

El juez también podrá, de oficio o ,I¡ petición departe, dictar cualquier medida
de conservación o seguridad enc'aminada a proteger el derecho o a evitar
que se produzcan otros daños caniJO consecuencia de los hechos realizados,
todo de conformidad con las circuhstancias del caso.

r ..]"
En este sentido, la Corte constitUCiOI¡al ha señalado que las medidas provisionales
pueden ser adoptadas en los siguien' es casos: "(i) cuando resultan necesarias para
evitar que la amenaza contra el derec' o fundamental se convierta en una violación o;
(ii) cuando habiéndose constatado la existencia de una violación, estas sean
necesarias para precaver que la viola(4ón se torne más gravosa''2.

Dice además la Corte que las medidt cautelares pueden ser adoptadas durante el
trámite del proceso o en la senten¿ia, pues "únicamente durante el trámite o al
momento de dictar la sentencia, se buede apreciar la urgencia y necesidad de la
medida"3.

La parte actara solicitó, como medida provisional, suspender el cumplimiento de la
decisión tomada por el Tribunal Admiljlistrativo de Cundinamarca -Sección Tercera-
Subsección A-, en la providencia del 21'1de enero de 2019, por considerar vulnerados
los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso.

En virtud de lo anterior, el despacho )0 evidencia la urgencia de decretar la medida
cautelar dado que no existe una amen~za contra un derecho fundamental que ponga
el demandante en una situación más gl'avosa, pues no se explicó ni especificó de qué
perjuicio se trata, razón por la que serlá en el fallo la oportunidad para pronunciarse
respecto a la situación narrada por el 0lemandante. ,

2 Autos A-040A de 2001 (MP: Eduardo Montealegre Lynetl), A-049 de 1995 (MP: Carlos Gaviria Diaz),
A-041A de 1995 (MP: Alejandro Martinez Cab,',lIero) y A-031 de 1995 (MP: Carlos Gaviria Diaz).
3 Auto 035 de 2007.
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Por lo expuesto, se negará la medida provisional solicitada por la demandante.

En consecuencia, se

RESUELVE:

1. Admitir la demanda interpuesta, mediante apoderada, por la Nación -Ministerio
de Hacienda y Crédito Público contra el Tribunal Administrativo de
Cundinamarca -Sección Tercera-Subsección A-.

2. Notificar el presente auto al demandante, al demandado y al Juzgado Treinta
y Cuatro Administrativo de Bogotá, al señor Julio César Sánchez Gómez y a la
Nación -Ministerio de Defensa Nacional-, como terceros interesados en el
resultado del proceso a quienes se les remitirá copia de la demanda. Así mismo,
Publicar en la página web del Consejo de Estado esta providencia para el
conocimiento de todos los terceros interesados.

3. Notificar a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 610 del Código General del Proceso. La
notificación se deberá hacer por vía electrónica y por buzón, de manera que
no se enviará documento alguno en papel. Informar que el expediente queda
a su disposición por si desea revisarlo.

4. Informar al demandado y a los terceros con interés que en el término de dos
(2) días y por el medio más expedito pueden rendir informe sobre los hechos
objeto de la presente acción.

5. Negar la solicitud de medida provisional solicitada por el actor, de conformidad
con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

6. Negar la siguiente solicitud:

"Se solicita tener como prueba la integralidad del expediente
correspondiente al proceso de acción de reparación directa con
radicación 11001333603420150030301, que cursó el trámite de
primera instancia en el Juzgado Treinta y Cuatro (34) Administrativo
Oral del Circuito de Bogotá D.C -Sección Tercera y, el de segunda
instancia, en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, demanda
contenciosa administrativa en ejercicio del medio de control de
Reparación Directa en contra de la Nación - Ministerio de Hacienda y
Crédito Público y Ministerio de Defensa Nacional, promovida por el
señor JULIO CESAR (sic) SÁNCHEZ GÓMEZ Se solicita oficiar para
la remisión de los mismos.,~

Lo anterior, porque con los documentos allegados, será suficiente para
resolver el asunto de la referencia.

4 Folio 14
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7. Reconocer personería a la .3bogada Sandra Mónica Acosta García, como
apoderada de la parte actora, conforme a la resolución que obra a folios 30 a
32.

Notifíquese y cúmplase,



ACCiÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL
NACiÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO

SANDRA MONlCA ACOSTA GARCíA, identificada como aparece al pie de mi firma, mayor de edad,
domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá D.C., abogada en ejercicio, portadora de la tarjeta
profesional No 252.962 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada judicial de
la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público de conformidad con la facultad a mi delegada, según
Resolución 0928 del 27 de marzo de 2019; concurro ante esta Honorable Corporación, en ejercicio del
Articulo 86 de la Constitución Politica de 1991, con el fin de presentar ACCiÓN DE TUTELA en contra del
Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "A", integrada por los
Magistrados Dr. Dr. JUAN CARLOS GARZÓN MARTINEZ (Magistrado Ponente), ALFONSO
SARMIENTO CASTRO Y la Dra. BERTHA LUCY CEBALLOS POSADA, al incurrir en VIA DE HECHO,
con ocasión de la Sentencia del 24 de enero de 2019 proferida en Segunda Instancia por dicho Tribunal y
en la cual se causó la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso.
Además, se vulnera el derecho a la Seguridad Juridica, a la sostenibilidad financiera de la Nación -
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

EIemprendimiento f Mlnbacienda
es <!etodos 1 ''&- " ""' ,

4.2.0.1. Grupo de Representación Judicial

Señores
HONORABLES CONSEJEROS DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCiÓN - REPARTO
Calle 12 No. 7 -65
Bogotá - Cundinamarca

ASUNTO:
ACCIONANTES:
PÚBLICO
ACCIONADOS: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO
SECCiÓN TERCERA - SUBSECCiÓN "A"

(1(,i5)
1ú-Jod - 24 11s-

.111~~~.III tntrada
m1él~~¡tOI'3!tIW9/0FI
Bogotá D.C., 22 de abril de 201912:08

DE CUNDINAMARCA -

Amparo Constitucional que se fundamenta en lo siguiente:

1." IDENTIFICACiÓN Y LEGITIMACiÓN DE LAS PARTES

1.1 - ACCIONANTE: MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO

La sentencia del 24 de enero de 2019, dictada en segunda instancia por el Tribunal Administrativo de
Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "A, obedece a la demanda contencioso administrativa
impetrada por el señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ GOMEZ, en ejercicio del medio de control de Reparación
Directa en contra de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Ministerio de Defensa Nacional,
litigio en el cual compareció y fue parte vencida el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, motivo por
el cual me encuentro legitimamente acreditada para formular el presente amparo constitucional.

1.2 - ACCIONADOS: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCiÓN TERCERA-
SUBSECCIÓN "A"

Ministerio de Hacienda y Crédito Público
CÓdigo Postal 111711
PBX:(571)3811700
Ate~.ción al ciuda.dano (571) 6021270 - Líne¡::¡Nacional: 01 8000910071
alel1::,onclienle@minhacienda.gov,ca
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.G.
www.minhacienda.gov.ca

mailto:alel1::,onclienle@minhacienda.gov,ca
http://www.minhacienda.gov.ca
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La Legitimación en la Causa por Pasiva de la Sección Tercera - Sub sección "A" del Tribunal Administrativo
de Cundinamarca, integrada por lOs Magistra,llos Dr. JUAN CARLOS GARZÓN MARTINEZ (Magistrado
Ponente), Dr. ALFONSO SARMIENTO CASTRO y la Dra. BERTHA LUCY CEBALLOS POSADA, se
encuentra acreditada por haber proferido en ,¡>egunda Instancia la Sentericia del 24 de enero de 2019,
dentro del medio de control d~ Reparación Di¡ecta, bajo radicado número 11001333603420150030301,
ejercido por el señor JULIO CESAR SANCHEZ GOMEZ, en contra de la Nación - Ministerio de Hacienda
y Crédito Público y ~iriisterio de Defensa Nacic\nal y de lacual se de~prend~ la vulneraCión a la Seguridad
Jundlca y Sostembllidad Financiera del Minlstelno de Hacienda y Credlto Publico,

Aclaración acerca de la.fecha real de la senlencia que constituye via de hecho se aclara que el fallo
que se cuestiona en esta acción fue proferidoj el dia 24 de enero de 2019 y no como se escribió en el
encabezado de esa providencia, en la misma focha del año 2018, Para dilucidar ese error se allega copia
del pantallazo del proceso en la página web del la Rama Judicial, alli se constata el desarrollo general del

~~:~e:~:;~::eA:~e::;::: ~u;;:I:::;:;l:1 ~:I::::~O::c~::~a:: :~::~::~:~ 2018.

Teniendo en cuenta que la presente acción se tmula en contra de la sentencia del 24 de enero de 2019
proferida por la Sección Tercera - Subsecciónl"A" del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro
del marco de la demanda contencioso admini~trativa en ejercicio del medio de control de ReparaCión
Directa presentada por el señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ GOMEZ a través de su apoderada judicial, la
Dra. JACQUELlNE SANDOVAL SALAZAf< en contra de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito
Público y Ministerio de Defensa Nacional; lo qUE'representa una relación de derecho sustancial integrada
por una pluralidad de sujetos, que son titulareslde las relaciones juridicas y han intervenido en los actos
sobre los cuales versa la controversia; result~ necesario que para el estudio de fondo del amparo
constitucional formulado, ~e vinculen a la Naciónl- Ministerio de Defensa Nacional y a la parte actora señor
WILLlAM ANDRES JIMENEZ GAMBA a Ira tés de su apoderada judicial, la Dra. JACQUELlNE
SANDOVAL SALAZAR.

2. ANTECEDENTES FACTICO~ QUE FUNDAMENTAN ESTE AMPARO

2.1- DEL MEDIO DE CONTROL DE REPARA(':16N DIRECTA

2.1.1 El Presidente dela República en desarrollo Ije las normas generales señaladas eh la Ley 4' de 1992,
profirió el Decreto 1091 del 27 de junio de 199\ "por la cual se expide el Régimen de Asignaciones y
Prestaciones para el personal del Nivel tjecutiv¡l) de la Policia Nacional creado riledialite el Decreto 132
de 1995"1 firmado por el Ministro de Hacienda y ~~rédilo Público y el Ministro de Defensa Nacional.

2.1.2 El Decreto 1091 del 27 de juriio de 1995 Elstablece en el Parágrafo Segundo de su Articulo 1110

siguiente: . .. . . I
"ARTICULO 11. PRIMA DE VACAC/ONtiS. El personal del nivel ejecutivo de la Policia Nacional
en serilicio activo, tendrá derecho al Pad[ de una prima de vacaciones por cada año de servicio
eqUiVale.nte a quince (1.5) d.ías de remur eración, conforme a 10.S factore.s. que se señala.n en el
artículo 13 de este Decreto.

PARÁGRAFO 10, Cuando el personal del liivel ejecutivo de la POlicía Nacional, se encuentre en
comisión en el exterior e hiciere uso 11e vacaciones, perCibirá la prima referida en pesos
coloinbianos que se liquidará tomando c,~mo base los factóres que se señalan en el artícu/ó 13
de este decreto.

1 Docreto 1091 de 1995.

Ministerio de Hacienda y Crédito Público
Código Postal 111711
PBX: (571} 3811700
Atención al ciudadano (571) 6021270 Línea Nacional: 01 aODG.910071
a!en~; onet ¡en!e@minhacienda.goy.ce
Carrera a No. 5C. 38 Bogotá D.C.
www.minhaciend8.gov.Co

http://www.minhaciend8.gov.Co
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PARÁGRAFO 2, De la prima de vacaciones se descontará el valor correspondiente a tres 131días
del sueldo básico, el gue ingresará allnstffuto para la Seguridad Sociai v Bíenestar de la Policia
Nacional, con destino a planes de recreación. "

2.1.3. En virtud del Parágrafo Segundo del Articulo 11 del Decreto 1091 del 27 de junio de 1995, la Policia
Nacional tuvo a su cargo el recaudo de los descuentos de tres (3) dias de salario de la prima vacacional
del personal del Nivel Ejecutivo, con destino a los Planes de Recreación ejecutados por el Instituto para
la Seguridad Social y Bienestar de la Pollcia Nacional, hasta el año de 2011.

2.1.4. El señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ GOMEZ laboró al servicio de la Policla Nacional despeñando
cargos del Nivel Ejecutivo.

2.1.5. El parágrafo anteriormente citado fue declarado nulo por el Consejo de Estado, Sección Segunda,
mediante Sentencia del 28 de febrero de 2013, Expediente No. 1238-07, Consejero Ponente Dra. Bertha
Lucia Ramirez de Páez, por infracción directa ai Articulo 338 de la Constitución Policita y la Ley 4' de
1992,

2.1.6. El 07 de enero de 2015 el señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ GOMEZ otorgó poder amplio y suficiente
a la Dra. JACQUELlNE SANDOVAL SALAZAR, con el fin de Instaurar demanda contenciosa administrativa
en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en contra de la Nación - Ministerio de Hacienda y
Crédito Público y Ministerio de Defensa Nacional y asl obtener el reintegro de las sumas que fueron
descontadas en vigencia del Parágrafo Segundo del Articulo 11 del Decreto 1091 del 27 de junio de 1995.

En dicha demanda, la parte actora solicitó efectuar las siguientes declaraciones y condenas:

"(. )
1. Se declare que la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE

HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, son responsables administrativa, patrimonial y
subsidiariamente responsables por los daños causados al señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ
GOMEZ con la expedición del Parágrafo Segundo del Artículo 11 del Decreto 1091 del 27 de
junío de 1995, mediante el cual se creó ifegalmente UN PARAFISCAL; norma que fue declarada
NULA por el Honorables Consejo de Estado, medíante sentencia de febrero veintiocho (28) de
dos mif trece (2013), Radicación: 1100103250002007006100, No. Interno 1238-2007,
CONSEJERA PONENTE: DRA. BERTHA LUciA RAMIREZ DE PÁEZ, por infracción al Art, 338
de la C.P. ya la Ley 4 de 1992.
2, Como consecuencia de la anterior declaración, se pretende que se condene a la NAC/ÓN-

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO
PÚBLICO, a reparar, solidariamente, los perjuicios materiales e inmateriales causados al
señor JULIO CESAR SÁNCHEZ GÓMEZ, de la síguiente manera:

2.1. DAÑO MATERIAL- DAÑOS EMERGENTES:

2.1.1. Se ordene a la NACiÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL YMINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO; devolver, en efectivo, las sumas de dinero que la
POLlCIA NACIONAL le descontó (tres días de salario dela prima vacacional al año) al
señor JULIO CESAR SÁNCHEZ GÓMEZ , durante el tiempo que estuvo vigente en el
ordenamiento jurídico el Parágrafo Segundo del Artículo 11 del Decreto 1091 del 27 de
junio de 1995, el cual creó irregularmente un PARAFISCAL; sumas debídamente
ajustadas o actualizadas con base en el IPC, desde el año en que por ley debían causarse
cada una de ellas y hasta la fecha de la providencia que ponga /in al proceso, conforme
al ART. 187 del C.P.A.C.A.

2.1.2. Se ordene a la NACiÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL YMINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, pagar, en efectivo, las sumas de dinero que se
dejaron de tener en cuenta por la POLlclA NACIONAL para la liquidación de las cesantías
del señor JULIO CESAR SÁNCHEZ GÓMEZ , durante el tiempo que estuvo vigente en el
ordenamiento juridico el parágrafo NO.,2 del arto 11 del Decreto 1091 de 1995, sumas

Ministerio de Hacienda y Crédito Público
Código Postal 111711
PBX: (571) 381 1700
Atención al ciudadano {57' l 6021270 - línea Nacional: 01 8000910071
alencionclienle@mínhacienda.gov.ca
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C.
www.minhacíenda.gov.co
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debidamente ajustadas o acL,alizadas con base en eIIPC, desde el año en por ley debian
causarse cada una de ellas Ji! hasta la fecha de la providencia que ponga fin al proceso,
conforme al ART. 187 del C.FIACA

21.3 Se ordene a la NACIÓN ~M.lNISTERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE
HACIENDA Y CREDITO PU¡9L1CO; pagar, en efectivo, los ho~orarios de la suscrita
abogada, pactados con el corvocante, señor JULIO CESAR SANCHEZ GÓMEZ una
cuota Litis correspondiente al\ tREINTA POR CIENTO. (30%) sobre el valor reconocido
como indemnizaéión definitiv,¡, daño que no es mera expectativa, sino que es un daño
cierto, por la certeza de 10~idescuentos hechos por la POLIcíA NACIONAL, con
fundamento en la norma declerada nula y la imposibilidad de la convocante de asumir
directamente ante la Justicia para reclamar su derecho. .

2.2. DAÑO MATERIAL - LUCRO CES'!WTE

2.2.1. Se ordene a la NACIÓN - MILsTERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBljICO, pagar, en efectivo, sobre las sumas descontadas de
la prima vacacional, LOS INTEiRESES LEGALES (6% anual), confornie a lo establecido
en el Art. 1617 del Código Civill desde el mes y año que cada una de las sumas de dinet;o
descontada por nomina al sellar JULIO CESAR SANCHEZ GÓMEZ , por la POLlCIA
NACIONAL, con fundamento efl el parágrafo No. 2 del arto 11 del Decreto 1091 de 1995
y hasta el 28 de febrero de 21

1
113,fecha. e. n la que el Honorable Consejo de Estado lo

declaró NULO.
2.2.2. Se ordene a la NACIÓN - Mlt(/STERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE

HACIENDA Y CRÉDITO PÚBL 'CO, pagar, en efectivo, sobre las sumas descontadas de
la prima vacacional, LOS INTERESES MORA TORIOS, certificados por la
Superintendencia Financiera dL Colombia; desde el 28 de febrero iJe 2013, fecha en la
cual fue declarado NULO el pallágrafo No. 2 del arto 11 del Decreto 1091 de 1995, que le
permitió a,ta POLlCIA NACIOiAL descontar por nómina e.se. dinero al señor JULIO
CESAR SANCHEL GÓMEZ y hasta la fecha de la proVIClencla que ponga fin a este
proceso.

2.2.3. Se ordene a la NACiÓN - MI r¡stER/O DE DEFENSA NACIONAL YMINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLIco, pagar, en efectivo, sobre las sumas que se dejaron
de tener en cuenta, por la POLlbA NACIONAL, durante el tiempo que estuvo vigente en
el ordenamiento jurídíco el pará~rafo No. 2 del arto 11 del Decreto 1091 de 1995, para la
liquidación de las Cesantías de/¡señor JULIO CESAR SANCHEZ GÓMEZ , la SANCiÓN
MORA TORIA, correspondiente i1124% anual, desde el momento en que debían causarse
hasta la fecha de la providencia [que ponga fin a este proceso.

2.3 DAÑO INMATERIAL - AFECTAC/Ór AL MíNIMO VITAL Y MÓVIL

2.31. Se ordene a la NACiÓN ~ I;1INJ{'TERIO DE DEFENSA NACIONAL YMINISTERIO DE
HACIENDA Y CREDITO PUBLI~O, pagar a favor del señor JULIO CESAR SANCHEZ
GÓMEZ, la suma de MEDIO S~\LARIO MíNIMO LEGAL MENSUAL VIGEt"TE, por cada
año de descuento, mientras no tr:vo personas a cargo; y UN SALARIO MINIMO LEG~L
MENSUAL VIGENTE, porcada ano en el que tuvo personas a cargo; como mdemmzaclOn
por la afectación a su MíNIMO ~hAL y MÓVIL, derecho fundamental consagrado en el
Art. 53 de la Constitución Politd y vulnerado eón los descuentos que le hlZó la PÓLlCIA
NACIONAL, durante el tiempo que estuvo vigente en el ordenamiento jurídico, el
parágrafo No. 2 del arto 11 del DEcreto 1091 de 1.995.

2.4. Se condene a la NACiÓN - MINIS ERIO DE DEFENSA NACIONAL Y MINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO a pago de las costas procesales y Agencias en Derecho,
conforme el Art. 188 del CPA. CA
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2.5. Se falle extra y ultra petita, como quiera que con la expedición irregular del parágrafo No. 2
del arto 11 del Decreto 1091 de 1995, se pudieron haber vulnerado derechos laborales del
demandante. (.. .r

2.2 • DEL TRAMITE PROCESAL EN PRIMERA INSTANCIA

2.2.1 El señor JULIO CESAR SÁNCHEZ GÓMEZ, a través de apoderada judicial, instauró demanda
contenciosa administrativa en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en contra de la Nación
- Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Ministerio de Defensa Nacional, la cual correspondió conocer
del asunto al Juzgado Treinta y Cuatro (34) Administrativo Oral del Circuito de Bogotá D.C - Sección
Tercera, mediante Radicado número 11001333603420150030300.

2.2.2. El juzgado de conocimiento mediante autos del? de octubre de 2016, dispuso la admisión de la
demanda y en consecuencia ordenó su notificación a las entidades demandadas, al Agente del Ministerio
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado.

2.2.3. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público conforme notificación de la demanda, procedió a
constituir apoderada judicial y contestar la demanda dentro del término señalada .

2.2.4. Vencido los trámites del proceso, el dia 31 de enero de 2018 el Juzgado Treinta y Cuatro (34)
Administrativo Oral del Circuito de Bogotá D.C - Sección Tercera, mediante sentencia de esa fecha,
resoivió lo siguiente:

'(. ..) FALLA

PRIMERO: Declárese probada la excepción de inexistencia de daño antijurídico por la parte
demandada NACIÓN- MINISTERIO DE HACIENDA.

SEGUNDA: Declárense no probadas las demás excepciones propuesta por los motivos
expuestos.

TERCERO: Niéguense las pretensiones de la demanda.

CUARTO: Se condena en costas a la parte actora. Liquidense por secretaría.

(...)

2.3 - DEL RECURSO DE APELACiÓN

Mediante escrito del12 de febrero de 2018 la apoderada judicial de la parte actora interpuso recurso de
apelación contra la sentencia de primera, solicitando se acojan las pretensiones de la demanda.
La parte actora fundó su recurso de Apelación en que, si bien el Consejo de Estado, al proferir la sentencia
que declaró la nulidad del parágrafo 2 del articulo 11 del Decreto 1091 de 1995, no señaló expresamente
que ei mismo tenia efectos retroactivos, no es correcto entender que sus efectos solo eran a futuro,
teniendo en cuenta que la providencia anulatoria se emitió en vigencia del Decreto 01 de 1984, codificación
que no establecia los efectos de las sentencias de nulidad por inconstitucionalidad de los Decretos
dictados por el Gobierno Nacional.

2.4. DEL TRAMITE PROCESAL EN SEGUNDA INSTANCIA

2.4.1. El 8 de mayo de 2018, la Sección Tercera - Subsección "A" del Tribunal Administrativo de
Cundinamarca, Magistrado Ponente Dr. JUAN CARLOS GARZÓN MARTiNEZ, admitió el Recurso de
Apelación presentado por la apoderada de la parte actora en contra de la sentencia de primera instancia.
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2.4.3. Vencido los trámites legales, la Secció) Tercera - Subsección "A" del Tribunal Administrativo de
Cundinamarca, Magistrado Ponente Dr, JUAN CAi'<LÓS GARZÓN MARTiNEZ, profirió sentencia el 24 de
enero de 2019, en la cual dispuso lo siguiente:

"(, .) FALLA
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PRIMERO: REVOCAR la sentencia e primera instancia, proferida por el Juzgado Treinta y
Cuatro (34) Administrativo del Circuito udicial de Bogotá, de fecha treinta y uno (31) de enero de
dos mil dieciocho (2018).

SEGUNDA: DECLARAR administratiya y extracontractualmente responsable a la NACIÓN -
MINISTERIÓ DE DEFENSA Y MINI1¡TERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO por los
perjuicios se (sic) le causaron a la parte demandante con la promulgación y aplicación del
parágrafo 2 del articulo 11 del Decreto 1091 de 1995,

TERCERO: Como consecuencia de le anterior, CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE
DEFENSA Y MINISTERIO DE HACIErA y CRÉDITO PÚBLICO a pagar las siguientes sumas,

• Por perjuicios materiales - D1iño emergente: SEISCIENTOS NOVENTA Y. OCHO MIL
TRESCIENTOS CUARENTA 'i CINCO PESOS (6980345.00)

• Por perjuicios morales - Lucro cesante: CIENTO SI!:tE MIL QUINI!:NTOS NOVENTA
PESOS (107. 590.00)

(.,.)

La anterior providencia se fundamentó en una interpretaciór'l particular sobre los efectos temporales de las
sentencias de nulidad proferidas por el Consejo de Estado. En tal sentido, señaló que antes de que fuera
proferida la ley 1437 de 2011 y su artículo 198 se entendia que la Nulidad de un Acto Adlilinistrativo de
contenido general tenia efectos retroactivos y d ldo que la sentencia que anuló la contribución parafiscal
que da origen al litigio, se tramitó bajo las rltt alidades del Decreto 01 de 1984 (Código Contencioso
Administrativo), esa normatividad en su articule. 175 no establecia la posibilidad de modular los efectos
temporales de las sentencias, por tal razón eso~ criterios no serían aplicables al presente asunto.

En ese razonamiento llama la atención el hecho "le ignorar por completo el precedente vertical establecido
por la Sala Plena de lo Contencioso Adlilinistratl[Vo del Consejo de Estado en sentencia del21 de marzo
de 2018, expediente No, 29 352, radicado No.: 50002326000200300206-01, Consejero Ponente Danilo
Rojas 8etancourth, proferida por importancia jur dica y la cual sedetiene a analizar el mismo asunto que
trata la sentencia que ahora se impugna, y que ha servido como fundamento para proferir sentencias
contrarias en casos con identidad fáctica y j~ridica, por parte de lós Juzgados Administrativos y
Subsecciones de la Sección Tercera del Tribuna Administrativo de Cundinamarca.

3. FUNDAMENTOS DE DERECHO

3.1. PROCEDENCIA OE LA ACCiÓN DE TUTEIIA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES

El articulo 86 de nuestra Constitución Politica e)rrablece que 'Toda persona téndrá acción de tutela para
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por
si misma o por quien actúe a su nombre, la ¡¡rotección inmediata de sus dereChos constitucionales
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de
cualquier autoridad pública",
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Especificamente, frente a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, si bien el
Decreto 2591 de 1991 no tiene disposiciones vigentes en la materia, la jurisprudencia constitucional ha
establecido de forma reiterada y uniforme que resulta viable, siempre y cuando se cumplan una serie de
requisitos precisos, dentro de los cuales encontramos unos de carácter general y otros de carácter
especifico,

Sobre el tema, la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia2 a unos requisitos generales y otros
especificas de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o
niegue ei derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el
fondo del asunto - procedencia adjetiva,

En Sentencia Hito C-590 de 2005, la Corte Constitucional reorganizó y definió las denominadas causales
genéricas de procedencia de la tutela contra providencias judiciales; asi:

a) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional,

b) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial
al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un
petjuicio fundamental irremediable,

c) Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto
en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración,

d) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un
efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos
fundamentales de la parte actora,

e) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la
vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el
proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible,

~ Que no se trate de sentencias de tutela,

En reiterada jurisprudencia el Consejo de Estado en sus diferentes secciones ha determinado que, en
primer lugar, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de
procedencia adjetiva, esto es: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) subsidiariedad, es decir,
agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces
para la protección del derecho que se dice vulnerado; y iii) inmediatez,

Luego de ello, seria posible realizar el estudio de la procedibilidad sustantiva a través de los posibles
errores especificas en que podria incurrir una providencia judicial. Estos últimos, según la doctrina fijada
en la sentencia C-590 de 2005, y acogida por el Consejo de Estad03 se resumen, de manera general, de
la siguiente manera:

a, 'Defecto orgamco, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la
providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para eflo,

b, Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al
margen del procedimiento establecido,

c, Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece de/apoyo probatorio que permita la
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión,

1 Entre otras en las sentencias T -949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosta de 2004 y e-590 de 2005.
J Sentencia del 7 de diciembre de 2016, C. P. eMos Enrique Moreno Rubio (exp. N' 20t6"()2213-01) Y Sentencia del 24 de noviembre de 2016, C. P. Lucy Jeannelte Bermirdez
Berm(¡dez (exp. N" 2016-0256a.ol.
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d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide ton base en normas
inexistentes o inconstitucionó'les o que presentan una evidente y grosera contradicción
entre los fundamentos y la derisión.

e. Error inducido, que se prese'jta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por
parte de terceros y ese engañ) lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos
fundamentales.

f. Decisión sin motivación, que inplica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar
cuenta de los fundamentos f'ltticoS y juridicos de sus decísiones en el entendido que
precisamente en esa motívaci'¡n reposa la legitimidad de su órbita funcional.

g. Desconocimiento del precede,!te, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte
Constitucional establece el a/úance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica
una ley limitando sustancialm'inte dicho alcance. En estos casos la tutela procede como
mecanismo para garantizar la eficacía juridica del contenido constitucionalmente
vinculante del derecho fundam ental vulnerado.

h. Violación directa de la COnStitJción, "

3.2. CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS [ E PROCEDIBILIDAD GENERALES y ADJETIVOS DEL
PRESENTE AMPARO

Teniendo en cuenta el carácter excepcional otorgado al Amparo Constitucional denominado Acción de
Tutela contra las providencias proferidas por la,l; autoridades judiciales en aras de proteger la autonomia
judicial y seguridad juridica y con pleno conocirr[iento de ello, se considera que la presente Acción dirigida
en contra de la sentencia del 24 de enero de 2.019 proferida por la Subsección "A" Sección Tercera del
Tribunal Administrativo de Cundinamarca result1acompletamente procedente. Exponiendo para el efecto,
el cumplimiento de los requisitos generales y ad('etivos de la presente acción, de la sigu,iente manera:

(1) Relevancia constitucional: El present, caso se enmarca dentro de lo denominado "relevancia
constitucionai", pues está completament, claro que la presente acción se contrae a exponer y
someter a consideración del juez de tutSla la existencia de graves defectos de la sentencia en
cuestióli que, como se explicará más Iadelante, condujeron a la vulneración de Derechos
Fundamentales del Ministerio de Hacielidi~ y Crédito Público.

(ji) Agotamiento de los Medios de DefensalJUdiCial: Para el caso Concreto se encuentran agotados
todos los mecanismos judiciales dispuestc s a controvertir la providencia dictada por la Subseceión
"A" Sección Tercera del Tribunal Adminis,rativo de CuMinamarca, la cual se pretende sea objeto
de cuestionamiento en sede de tutela, pU'ls esta puso fin a la demanda COntencioso administrativa
mediante el ejercicio del medio de contrcl de Reparación Directa, identificada con elriúmero de
radicado 11001333603820150030300, y frente a tal providencia no procede recurso ordinario
alguno.

(iii)

Tampoco los extraordinarios, pues los motivos que sustentan esta acción constitucional no se
compadecen con los requisitos que hacen rrocedente el Recurso Extraordinario de Revision,

E,n,vista a lo anterior se entiende surtido el1a,nterior requisito, pues se entiende qU,eel Ministerio de
Hacienda y Crédito Público no cuenta con otro mecanismo judicial idóneo o eficaz, para alegar en
sede judicial la defensa sus derechos fundamentales, distinto a la presente acción,

Cumplimiento del requisito de inmedJltez: La Corte Constitucional mediante Sentencia de
Constitucionalidad C - 590 de 2005, establ1eció "que la tutela se hubiere interpuesto en un término
razonable y proporcionado a partir del hec o que originó la vulneración. De lo contrario, esto es,
de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se
sacrificarian los principios de cosa juzgada y seguridad juridica ya que sobre todas las decisiones
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judiciales se cemlrla una absoluta incertidumbre que las desdibujaria como mecanismos
institucionales legitimos de resolución de conflictos."

Si bien es cierto que no se ha establecido en la ley un ténmino dentro del cual debe presentarse la
acción de tutela, so pena de no declararse cumplido el requisito de la inmediatez, la jurisprudencia
del Consejo de Estad04 yde la Corte Constitucional5 ha manifestado que "seis (6) meses es el
término razonable para interponer la tutela contra providencia judiciaf6, En otras palabras, la
inmediatez en la presentación de tutelas contra providencia judicial se mide bajo el criterio cualitativo
del plazo razonable, según las particularidades de cada caso;' sin perjuicio de que, por mayor
simplicidad de análisis, se reconozca igualmente un estándar cuantitativo para aquellas acciones
que se presentan dentro de los seis (6) meses siguientes a la finalización del proceso que dio origen
a la providencia objeto de reproche constitucional.

Asi las cosas, se cumple con la inmediatez, en atención a que la providencia de segunda instancia
atacada es del24 de enero de 2019, y que, para la fecha de presentación de la acción, ha trascurrido
un término inferior a 6 meses, lo que implica un ejercicio pronto de la acción de tutela.

En caso de irregularidad procesal: sobre este requisito, la Corte Constitucional manifestó que "si
/a irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamenta/es ( .. .J, la protección de tales
derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en e/litigio y por el/o hay lugar
a la anulación del juicio"7.

En vista a lo anterior, es claro que para la presente acción se explica de manera razonada y
generosa, los defectos en los que incurrió la Subsección "A" Sección Tercera del Tribunal
Administrativo de Cundinamarca al proferir la sentencia del24 de enero de 2019, concretándose en
un Defecto Sustantivo al interpretar de manera errada lo expuesto en la Constitución Politica a
través de su Articulo 90 y asi mismo en un desconocimiento del precedente vertical establecido por
el Consejo de Estado respecto a los efectos de las sentencias declaratorias de nulidad de los Actos
Administrativos de Carácter General, tal como la providencia del21 de marzo de 2018 dictada por
la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y que ha sido aplicada horizontalmente por el
Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "B", fundamentaciones
que tuvieron un efecto decisivo en la sentencia objeto de cuestionamiento y que afectaron de
manera adversa los derechos fundamentales del Ministerio de Hacienda, pues resultó condenado
al pago de daños materiales (daño emergente y lucro cesante), derivados de la declaratoria de
nulidad del Parágrafo Segundo del Articulo 11 del Decreto 1091 del 27 de junio de 1995.
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(v) Identificación de los hechos que generaron la vulneración y de los derechos vulnerados y,
que dicha vulneración se hubiere alegado durante el proceso siempre que hubiera sido
posible: En el presente escrito se ha hecho un recuento claro de los hechos procesales relevantes
dentro del litigio, desde las circunstancias fácticas que dieron origen a la demanda contenciosa
administrativa a través del medio de Reparación Directa, los trámites procesales desarrolladas en
la primera instancia, asi como el Recurso de Apelación en contra de la sentencia de primera
instancia, y el trámite de alzada ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en su Sección
Tercera Subsección "A" que derivo en la sentencia proferida por dicha instancia judicial y que
incurrió en VIA DE HECHO en pe~uicio de este Ministerio.

(vi) Que no se trate de sentencia de tutela: Es claro que el presente amparo no se dirige a cuestionar
decisiones producto de un proceso de tutela, pues la sentencia cuestionada se profirió en desarrollo
del medio de control de reparación directa, por lo que es evidente el cumplimiento del presente
requisito.

En vista a lo anterior, se entienden superados los requisitos generales y adjetivos de procedencia de la
Acción de Tutela contra providencia judicial que se fonmula mediante el presente escrito,

• Conselo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia deiS de agosto de 2014. C.P.: Jorge Octaviano RamJrez Ramlrez. EJcpedienle numero: 2012-02201.
s Corte Consttuctonal. Sentencia T.719 de 2011 M.P.: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ.
6Consejo de Estado, Sala de to Contencioso Administrativo. Sentencia del2 de febrero de 2017. Radicado No. 2016.220. C.P.: JORGE OCrAVIO RAMiREZ RAM1REZ.
r Sentencia C-590 de 2005. M.P.: JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO
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3.3. CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISliOS ESPECíFICOS DE PROCEDENCIA DE ESTE AMPARO

En el marco de la presente acción se tienen Cl-mo causales especificas de procedencia las siguientes:

(1) DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIV¡I)

Conforme lo expuesto por la Corte COr1stiJiOi1a1 en reiterada jurisprudencia, el Defecto Material o
Sustantivo tiene en su origen en las proVidenC¡,)s en las cuales "se decide Conbase en normas inexistentes
o inconstitucIOnales o que presentan una ev dente y grosera contracCIón entre los fundamentos y la
decisiM'B.

En concordancia con lo expuesto, la Corte COllstitucional considera que "Existe un defecto sustantivo en
la decisión judicial cuaMo la aCtuación contrO\lerlida desconoce una ley adar.table alcaso o se funda en
una norma indIscutIblemente lnapllcable9, ya s,9a porque10 (i) la norma perdlo VIgencIa por cualqUIera de
las razones de leyl1, (ii) es inCOnStítUCiOnall~2,(iii) o porque el contenido de la disposición no tiene
conexidad material con los presupuestos del c, SOI3.También puede darse en circunstanCias en las que a
pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, se
produce (iv) un grave error en la interpretación, e la normal4, el cual puede darse por desconócimiento de
sentencias con efectos erga omnes o cuando 1,11decisión judicial se apoya en una interpretación contraria
a la Constitución /5, 1

Igualmente se considera defecto sustantivo (\') el hecho que la providencia judicial tenga próblemas
determinantes relacionados con. una insuficienie sustentación o justificación de la actuación que afecte
derechos fundamentales/6; o (vi) cuando se c{esconoce el precedente Judlclal17 Sin ofrecer el mln/mo
razonable de argumentación que hubiese pelmitido una decisión diferente si se hubiese acogido la
jurisprudencia/B; eJitre otros. "19 _ I
Asi, por ejemplo, en la sentencia T-949 de 200(\ de la Corte Constitucional, se enumeraron los siguientes
eventos que dan lugar a conceder el amparo ctstitucional, por configurarse el aludidO defecto:

(1) Cuando la declslon JudiCial tiene como fundnmento una norma que río es aplicable, porque a) no es
pertinente, b) ha perdido su vigencia por habe~ sido derogada, c) es inexistente, d) ha sido declarada
contraria a la Constitución, e) a pesar de que la Ilorma en cuestión está vigente y es constitucional, "hIJ se
ádecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, _orque a la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen
efectos distintos a los expresamente señalados or el legislador";

(ii) Cuando pese a la autonomia judicial, la inter¡ retación o aplicación de la ríorma al caso concreto, no se
encuentra, prima facie, dentro del margen de int rpretación razonable o "la aplicación final de la regla es
inaceptable por tratarse de una iJiterpretación c':lntraevidente (interpretación contra l~gem) O claramente
pel]udlclal para los Intereses legl/lmos de una db tas parles" o cuand~ erí una declslon JUdiCial"se aplIca
una norma jurídíca de manera manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la
hermenéutica juridica aceptable tal decisión judÍl.ia";

~ Sentencia C-590 de 2005. M.P.: JAIME CÓRDOBA TRNlÑO
9Corte Constilucional. Sentencia T-774 de 200t
W Corte Constitucional. Sentencia SU-120 de 2003-
11 Vgr. ha sido derogada o declarada inroequible.
\2 Corte Constitucional. Sentencia T-292 de 2G06.
\:¡ Corte Constilltciora. Sentencia SU-1185 de 2001.
l< En la sentencia T-1031 de 2001 la Corte decidi6 que la acci6n de tutela procede onlla una providencia judicial que omite, sin raz6n alguna, los precedentes aplicables al caso o
cuando .su discrecionafidad interpretativa se desborda en pefjuicio de los derechos f. nd8l11entalesde las asociados •. Puede verse además la ~ntencia T.128S de 2005 y la sentencia
T-567 de 1998. 1
I~Corte Constitucional. Sentetlcias SU-1184 de 2001; T-1625 de 2000 y T.1031 de 2001. También la T.047 de 2005. En eSlos casos, si bien el juez de la causa es Quien le fija el
alcance a la norma Que aplica, no puede hacerlo en oposici6n a los valor~s, pr¡ncipiOS y derechos cons\ltucionales, de manera que, debiéndo seleccionar entre dos o máS
entendimientos posibles, debe forzosamente acoger aquél que se ajuste a la Carta Ilolitica _ _
15 Sentencia T.114 de 2002. sentencia T. 1285 de 2005.
17 Ver la sentencia T-292 de 2006. También las sentencias SU:640 de 1998 y T.46; de 2003.
1lISObre el particular en la sentencia T.123 de 1995, esta Corporación ser'lal6: .E~ razonable eXigir, en Nas del pn'ncipiO de igualdad en la aplicación de la ley, que 105jueces y
funcionarios que consideren aut6nomamente que deben llpartarse de la linea ;uris"wdencial trazarta por las altas corles, que Jo hegBn, pero siempre que ;ustifiquen de manera
su,~ciente y adecuada su decisión, pues. de lo cofllrarío, estar/an infringiendo el prir~ciPiOde igualdad (CP atI.13). A travéS de los recUlSOSque se ~ofltemplan en cada ;urisdicci6n,
normalmente puede ventilarse este evento de infraccilin a la Constituci6n". Sobre es e tema. también puede consultarse la sentencia T-949 de 2003,
'ro Sentencia de Tutela T 416-2016. M,P JORGE IVAN PALACIO PALACIO
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(iii) Cuando no toma en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes;

(iv) La disposición aplicada se muestra, injustificadamente regresiva o contraria a la Constitución;

(v) Cuando un poder concedido al Juez por el ordenamiento se utiliza "para un fin no previsto en la
disposición";

(vi) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el análisis de otras
disposiciones aplicables al caso; y

(vii) Se desconoce la norma aplicable al caso concreto.

En vista a io anterior y conforme los lineamientos planteados en la concreción de un defecto material o
sustantivo, se procederá a detallar uno a uno los defectos en los cuales incurrió el Tribunal Administrativo
de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "A" al momento de proferir la sentencia objeto de
cuestionamiento y llevó a una Vía de Hecho:

A.o VIOLACiÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO - DAÑO
ANTIJURíDICO (ARTíCULO 90 C.P.) - DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIVO

Con la reforma constitucional de 1991 quedó claro que la cláusula general de responsabilidad consagrada
en el articulo 90 de la Constitución Politica permitia exigir reparación por los daños antijuridicos causados
no sólo por quienes ejercen funciones administra~vas y jurisdiccionales, sino también por quienes cumplen
funciones legislativas. Asi lo entendió la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del articulo 86
del Código Contencioso Administrativo, que regula las condiciones para la procedibilidad de la acción de
reparación directa:

(. . .) la responsabilidad patrimonial del Estado por los hechos, ac,iones u omisiones imputables al
Poder Legislativo está expresamente contemplada en el articulo 90 constitucional, pues cualquier
otra posibilidad seria abiertamente inconstitucional desde la perspectiva del Estado Social de
Derecho y de los principios y valores que rigen nuestro ordenamiento constitucional tales como la
solidaridad, la igualdad, la justicia material y la supremacia de la Constitución. Principios que
cristalizaron en el ordenamiento jurídico colombiano y que encontraron una de sus expresiones
en la disposición constitucional en comento 20.

Asi, la violación a la norma constitucional que consagra el deber en cabeza del Estado de responder
patrimonial mente por los daños que le sean imputables, puede darse por defecto o por exceso. Una
indemnización que resulte insuficiente y no guarde relación con la magnitud del daño resulta entonces
inconstitucional. Asi también, una indemnización que vaya más allá y no resulte proporcional al daño
efectivamente causado, llegando técnicamente a enriquecer a las victimas del daño, será también
inconstitucional, pues ambas desconocen el mandato del articulo 90 de la Carta Politica.

Adicionalmente, se debe tener en cuenta que, el primer elemento que debe concurrir para que pueda
determinarse la responsabilidad estatal es el daño antijuridico. En ese sentido habrá que saber qué
significa este concepto y para ello se cita al profesor Juan Cartos Henao:

"(. . .) Daño es la lesión de los intereses licitos de una persona, trátese de derechos pecuniarios o
no pecuniarios, de individuales o colectivos, que se presenta como la lesión definitiva del derecho
y también como la alteración de su goce pacífico, que en el marco de un proceso de
responsabilidad es objeto de reparación si los otros elementos de la responsabilidad se
encuentran reunidos"21.

2l) Sentencia C-Q38 de 2005, M.P, Humberto Sierra Perta.
"EL DAÑO: ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO EN DERECHO COLOMBIANO Y FRANCES.
Juan Carlos Henao. Editorial Universidad Externado de Colombia, 1998.
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y respecto de los elementos que deben conc rrir para que haya daño, la jurisprudencia del Consejo de
Estado, ha señalado lo siguiente:

"(.. .) í) debe ser antijurídíco, esto es, , ue la persona no tenga el deber jurídico de soporlarlo;

ii) que sea cierlo, es decir, que se puet apreciar material y jurídicamente -que no se limite a ulia
mer,a conJ,'eturiJ-"'Y que suponga una 1€llSióna un derecho, bien o, i,nterés legítimo que se encuentre
protegido el ordenamiento jurídico, y

iii) que sea personal, es decir, que sel padecido por quien lo solicíta, en tanto se cuente con la
legitimación en la causa para reC/ama¡ o debatir el interés que se debate en el proceso, bien a
través de un derecho que le es propio o uno que fe devielie por la via hereditaria. 22

En cuanto al primer elemento -consistente en \ ue el daño debe ser antijuridico, es decir, que la persona
no tiene el deber juridico de soportarlo-, se COIsidera que, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-
Sección Tercera - Subsección "A", estimó al m!Jmento de proferir la sentencia Objetad, e cuestionamiento,
que la sola declaratoria de nuiidad del Acto Aclministrativo General bastaba para tener por acreditada la
existencia de un daño antijuridico, con lo que s.gún ellos quedaba claro que se encontraban acreditados
los elementos estructurantes de la responl,abilidad del Estado por el hecho del legislador, y,
adicionalmente, no se realizó un análisis que p,~rmitiera determinar que dicha declaratoria fuere atribuible
al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. ~

Es claro que el Tribunal Administrativo de Cune inamarca - Sección Tercera - Subsección "A" incurrió en
un defecto sustantivo por indebida aplicación d'(l Articulo 90 de,,la const,itución Politica de 1991, al, haber
declarado ia responsabilidad del Estado sin hIber evaluado la existencia concreta de perjuicio alguno
ocasionado por los descuentos creados porel F¡arágrafo Segundo delArticuio 11 del Decreto 1091 del 27
de Junio de 1995, y al tener por matenalizada In falla en el serviCIO, sin haber corroborado efectivamente
el carácter antijuridico del daño, habida cuentalde que lo hizo depender solo y únicamente de la nulidad
de la norma qué lo creó, pues conforme el postUladO,constituc,iona, 1 ante ia prodUCCión un daño patr,imonial,
pero no antijuridico, este no debe ser resarcido Jor ei Estado; por ende el daño que predica el Tribunal en
s,u sen,tencia, no tiene el carácter d,e "antijuridiCCj"' condición necesaria para qU,eel daño se,a indemnizable,
y no tiene tal carácter puesto que los descuento! efectuados anualmente al pelsonal ejecutivo de ia policia
nacional sobre la prima de vacaciones, dura¡'te ia vigencia del parágrafo declarado nulo tenía un
fundamento legal y la sentencia que declaró la nulidad de la referida norma nó afecta situaciones juridicas
consolidadas, es decir, aquellas que no están el'\ gracia de discusión.

La decisión controvertida en sede de tutela p[\esenta un defecto sustaritivo por descOllocimiento del
articulo 90 de la Constitución Politica al h¡ ber derivado la responsabilidad del Estado única y
exclusivamente a partir de la declaratoria de rulidad del apartado de la. norma que consagro diCho
descuento, sin tener en cuenta que segun la jUlilsprudencla de su superIOr JerarqUlco, dicha declaratona
no basta para tornar en antijurídico un daño, menos cuando, como lo ha admitido la Jurisprudencia del
Consejo de Estado, incluso una norma ajUstad~ al ordenamiento constitucional puede causar un daño
antijurídico y, a,dicionalmente, sin realizar un an¡.ilisiS sobre la imputabilidad de diChO,dañ,Ó a la, Nación"
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con lo que se dejó de estudiar causal alguna eximente de
responsabilidad, pues, en este caso" el Consejo de Estado quien, en su función de gararite de la
supremaCía de la Constitución, excluyó un prece~to del ordenamiento "hecho que, eli si Inismo, no puede
ser el fundamentó para edificar responsabilidad por parle del legislador". Eri ése seritido indicó que
"independientemente de la declaración de exeq1uibífidad ° inequexibilidad de un precéptó, lo que debe
delnostrarse para que se configure la responfabilidad del legislador es que este generó un daño
antijurídico" por lo que en el juicio de responsabilidad por el hecho del legislador la decisiÓn de la Corte
Constitucional debe ser un elemento más de prue1baque el juez debe valorar "pero no el fundamento único
para determinar que se generó un daño antijurídico".

"CONSEJODEES~ADOS~OE LOCONTENCIOSOAOMINISTRAto SECCiÓNTERCERASUBSECCIÓNCveinlisiete(27) defebrerodosmiltrece
(2013). Radicación número: 68001-23-15-000-1996-12379-01 (25334)
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De alli que, como lo ha sostenido la Sección Tercera, Subsección B, "una eventual inconstitucionalidad
(.. .) no siempre impone la obligación de reparar y (. _.) tampoco la impide, dada la independencia de la
responsabilidad en cuanto medida de aplicación concreta, respecto de decisiones judiciales o
administrativas de carácter general"23, conclusión que también seria predicable de la nulidad de un acto
administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, pues también alli habría que analizar si en el
caso concreto se configura cada uno de los elementos estructurantes de la responsabilidad.

En otros términos, una decisión de inexequibilidad o de nulidad adoptada en sede de legalidad no podria
considerarse como suficiente para fundar la responsabiiidad del Estado por la expedición de la norma o
acto declarado inexequible o nulo, pues en sede de reparación directa siempre será necesario verificar
cada uno de los elementos estructurantes del juicio de responsabilidad: la existencia efectiva de un daño
antijurídico y su imputabilidad a la demandada, análisis este último dentro del cual bien pueden operar
causales eximentes de responsabilidad.

Por lo anterior, se encuentra plenamente demostrado el defecto sustantivo en que incurrió el Tribunal
Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "A" al proferir la referida sentencia, pues
tal y como se expuso con anterioridad, no se realizó una debida apiicación del articulo 90 de la Constitución
Política de 1991, al predicar la responsabilidad del Estado, tan solo por la declaratoria de nulidad del Acto
Administrativo General, omitiendo verificar la concreción de una Daño Antijurídico en perjuicio del actor.

B -DESCONOCIMIENTO DE LAS NORMAS QUE FIJAN LAS COMPETENCIAS DEL MINISTERIO DE
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO

En la cuestionada providencia del 24 de enero de 2019 no se hace ninguna referencia a las competencias
especificas que tiene el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en relación con la Indemnización de
Perjuicios por la declaratoria de nulidad de los Actos Administrativos Generales.

Al respecto, cabe agregar que el Tribunal desconoció por completo ias normas de competencia que
regulan tanto el objetivo como las funciones que posee el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, las
cuales son eminentemente nonmatívas y encaminadas al establecimiento de las politicas públicas del
sector del cual fungen como cabeza; normas dentro de las cuales no se encuentra desde ningún punto de
vista, la función de indemnizar daños o perjuicios por la declaratoria de nulidad de los Actos Administratívos
Generales, mucho menos sobre aquellos que suscribe en función de dirigir la poiitica económica del pais,
al imponer un impacto presupuestal, mas no porque hagan parte de los decretos en función del ramo que
representa, pues dicho Decreto 1091 de 1995 hace parte de un sector diferente, en el cual el Ministerio
de Hacienda y Crédito Púbiico no tiene inherencia.

Concretamente, articulo 2' del Decreto 4712 dei 15 de diciembre de 2008, al señalar los objetivos del
citado Ministerio, señala que estos se circunscriben a la "definición, formulación y ejecución de la política
económica del país, de los planes generales, programas y proyectos relacionados con esta, asi como la
preparación de las leyes, la preparación de los decretos y la regulación, en materia fiscal, tributaria,
aduanera, de crédito público, presupuestal, de tesoreria, cooperativa, financiera, cambiaria, monetaria y
crediticía".

De igual manera, el articulo 3' del Decreto 4712 de 2008 citado en el párrafo que antecede, contiene in
extenso las funciones que legalmente le han sido asignadas, las cuales se transcriben a continuación a
efectos de verificar exhaustivamente, cómo la orden dada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca
no se corresponde con ninguna de ellas. Las mencionadas funciones son las siguientes:

"ARTIcULO 3°. FUNCIONES. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público tendrá, las siguientes
funciones:
1. Participar en la definición y dirigir la ejecución de la poJitica económica y fiscal del Estado.

n Sentencia de 29 de julio de 2013, op. ciL
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2. Coordinar con la Junta Directiva de Banco de la República las políticas gubernamentales en
materia financiera, monetaria, crediticia, cambiaria y fiscal.
3. Preparar, para ser sometidos a com ideración del Congreso de la República, los proyectos de
acto legislativo y ley, los proyectos de ler del Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto General
de la Nación y en general los relacionados con las áreas de su competencia.
4. Preparar los proyectos de decretel y expedir las resoluciones, circulares y demás actos
administrativos de carácter general o pó1rticular, necesarios para el cumplimiento de sus funciones,
5. Cumplir las funciones y atender los s,llrviciosque le están asignados y dictar, en desarrollo de la
ley y de los decretos respectivos, las nolmas necesarias para el efecto,
6. Coordinar, dirigir y regular la adminiMración y recaudación de los impuestos que administra la
Unidad Administrativa Especial, Direci:ión de Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de
conformoidad con la ley, la administraciól~ y recaudo de las rentas, tasas, contribuciones fiscales y
parafiscales, multas nacionales y demá1 recursos fiscales, su contabilización y gasto,
7. Preparar los proyectos para reglamentar el proceso de aforo, tasación y recaudo de los
gravámenes arancelarios y los demás teimas relacionados.
8. Coordinar ypreparar los proyectos palla reglamentar la administración de los seiVicios aduaneros.
9. Elaborar informes y estudios sobre evasión tributaria y aduanera con el fin de trazar las políticas
sobre la materia .
10. Fijar las políticas y promover las 3ctividades de prevención, aprehensión y represión del
contrabatido.
11. Apoyar la definición de las políticas, planes y programas relacionados con el comercio exterior
del país, en coordinación con el Ministefr de Comercio,
Industria y Turismo.
12. Contribuiral control y detección de o eraciones relacionadas con el lavado de activos.
13. Dirigir la preparación, modificación J( seguimiento del Presupuesto General de lá Nación, del
presupuesto de las Empresas Industrij~leS y Comerciales del Estado, de las Sociedades de
Economia Mixta asimiladas a estas, en 1,1Scondiciones establecidas en la ley
14. Vigilar el uso de recursos públicos a1dministrados por entidades privadas. En ejercicio de esta
función podrá objetar la ejecución yadmÍl istración de estos recursos, en las condiciones propuestas
por el administrador de estos, cuando e1ta no se ajuste a la ley o a los lineamientos de la politica
económica y fiscal.
15. Participar en la elaboración del ProYfcto de Ley del Plan Nacional de Desarrollo y elaborar el
proyecto de ley anual del presupuesto en'oordinación con elDepartamento Nacional de Planeación
y los demás organismos a los cuales la ley les haya dado injerencia en la materia.
16. Administrar el Tesoro Nacional y ate1j1der el pago de las obligaciones a cargo de la Nación, a
través de los órganos ejecu10res o directó mente, en la medida en que se desarrolle la Cuenta Única
Nacional. I
17. Emitir y administrar títulos valores, benos, pagarés y demás documentos de deuda pública.
18. Administrar las acciones de la Nal~ión en Sociedades de Economía Mixta, vinculadas al
Ministerio y de otras sociedades de econJmia mixta, en virtud de convenios interadministrativos que
celebre para el efecto y coordinar los pr(!¡cesos de enajenación de activos Y. propiedad accionaria
de las mismas.
19. Efec1uar el seguimiento a la ges 'ión financiera y a las inversiones de las entidades
descentralizadas del orden nacional.
20. Administrar el Fondo de Organismos cinancieros Internacionales ~FOFI creado por la Ley 318
de 1996.
21. Custodiar y conservar los títulos rep 'esentativos de valores de propiedad de la Nación y los
títulos constituidos a su favor de cualquie'l naturaleza.
22. Vender o comprar en el país o en el e~terior títulos valores del GobieriJo Nacional y otros activos

~~r~~:~:~pólíticas de financiamiento el/erno e interno de la Nación, de las entidades territoriales
y de las entidades descentralizadas, regi(1 trar y controlar su ejecución y serv.icio, y administrar l.a
deuda pública de la Nación.
24. Asesorar y asistir a las entidade territoriales en materia de administración pública,
especialmente 811 los temas de eficiencia dministrativa y fiscal.
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25. Coordinar la ejecución de los planes y programas de las entidades tenitoriales y prestarles
asesoria, cooperación y asistencia técnica.
26. Expedir la regulación del mercado público de valores, por intermedio de la Superintendencia
Financiera de Colombia.
27. Participar en la elaboración de la regulación de las actividades financiera, bursátil, aseguradora,
cooperativa, y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los
recursos del ahorro público, en coordinación con la Superintendencia Financiera de Colombia o de
la Superintendencia de Economia Solidaria y expedir lo de su competencia. Igualmente participar en
la elaboración de la regulación de la seguridad social.
28, Ejercer el control en los términos establecidos en la ley respecto de las Superintendencias
Financiera de Colombia y de la Economia Solidaria.
29. Impulsar y poner en ejecución planes de desconcentración y delegación de las actividades y
funciones en el sector.
30, Participar como parte del Gobierno en la regulación del sistema de seguridad social integral.
31. Promover, de conformidad con los principios constitucionales, la participación de entidades y
personas privadas en la prestación de servicios y actividades relacionados con el ámbito de su
competencia.
32. Velar por la conformación del Sistema Sectorial de información y hacer su supervisión y
seguimiento.
33. Orientar la gestión de las empresas financieras y no financieras vinculadas.
34. Ejercer la orientación, coordinación y control de los organismos que le estén adscritos y
vinculados.
35. Administrar los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Tenitoriales,
FONPET.
36. Ejercer las demás atribuciones que le confiera la ley o le delegue el Presidente de la República" .

Asi las cosas, es claro que el si el Ministro de Hacienda y Crédito Público firmo el citado Decreto esto tiene
una razón que deriva exclusivamente de aspectos presupuestales, pues como se señaló en precedencia,
cada vez que se crea, modifica o extingue una norma que tenga efectos de este tipo, es lógico que haya
un impacto presupuestal; en el caso concreto del Decreto 1091 de 1995 la única alusión a esta Cartera
tiene que ver con lo consagrado en el Parágrafo 3' del articulo 8224, sin embargo, tal circunstancia sólo se
limita a ese aspecto y no toca el fundamento fáctico que da origen a la demanda estudiada, ni tampoco la
competencia del órgano que expide el correspondiente decreto quien es el encargado de exponer los
sustentos fácticos y juridicos del acto de que se trate, y por supuesto, de ejecutarlo mediante actos
administrativos particulares.

Adicionalmente, teniendo en cuenta que toda autoridad colombiana se encuentra sujeta al principio de
legalidad, el cual puede definirse como "la sumisión del poder público al orden juridico"25; no podría el juez
ordenarle a cualquier autoridad pública, que ejecute actos ajenos a sus funciones, pues tal como lo señala
el articulo 121 de la Constitución Politica, "ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas
de las que le atribuyen la constitución y la ley". En términos constitucionales, una decisión judicial se toma
desproporcionada no solamente desde el punto de vista de las posibilidades fácticas frente al caso

24 Articulo 82, Modificado por la Ley 987 de 2005, artículo 6', Secuestrados. El personal de nivel ejeculivo que estando en
servicio activo sea victima del delito de secuestro por parte de grupo o persona al margen de la ley y este hecho resultare
suficíentemente comprobado por las autoridades judiciales competentes, sus beneficiarios tendrán derecho a continuar
recibiendo el setenta y cinco por cienlo (75%) de los haberes que le correspondan durante todo el tiempo que dure el secuestro.
El veinticinco por ciento (25%), restante será pagado al uniformado una vez sea puesto en libertad.
Si el personal de nivel ejecutivo falleciere durante el cauliveno, sus beneficiarios, en el orden preferencial, tendrán derecho al
pago de dicho veinticinco por cienlo (25%) y a las demás prestaciones correspondientes al grado y tiempo de servicio del
causante, previa aita por tres (3) meses para la formación del expedíente de prestaciones sociales. (".)
Parágrafo 3. Adicionado por ia Ley 1279 de 2009, articulo 6', Para efectos del pago de las bonificacíones especiales
contempladas en los parágrafos anteriores, se autoriza al Gobierno Nacional para que por conducto del Ministerio de
Hacienda establezca una cuenta o fondo especial destinado única y exclusivamente a cubrir esas obligaciones. (Negrita
fuera de texto original)
25Corte Constitucional. Sentencia C-390 de 2002. M.P.: JAIME ARAÚJO RENTERIA.
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concreto, sino igualmente, frente a las posibilidades jurídicas o normativas, pues las órdenes de los jueces
no pueden obligar a las autoridades a descOn(\cer el principio de legalidad.

De esta manera, puede verse cOn claridad Ique el Tribunal accionado desconoció fiagrantemente el
catálogo competencial que legalmente le ha Si~Oasignado al Ministerio de Hacienda, configurando asi un
defecto material en relación con la inobseJÍlan,,:ia de las normas que regulan su funcionamiento.

En este sentido, se configura un defecto ma erial o sustantivo que, pues la providencia aqui atacada
desconoce el principio de legalidad que orient, las actuaciones de toda autoridad pública colombiana.

Se considera entonces, con el mayor respeto, pero también con la mayor convicción, que el defecto
sustantivo o material configurado es múltiple y ostensible.
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(11)VIOLACiÓN DEL PRECEDENTE

Frente al desconocimiento del precedente, los articulas 228 y 230 de la Constitución Politica señalan que
el poder judicial es autónomo e independiente y los Jueces en sus providencias solo están sometidos al
i~perio de la ley. Esta regla general de iridepel¡ dencia y autonomia no es absoluta,ya que encuentra sus
limites en la reallzaclon de otros valores constitucionales, segun lo ha definido la JUrisprudencia
constitucional.

En efecto, en la sentencia 1-267 de 2013, la C,,)rte Constitucional puntualizó:

"[. ..] Es asi como, en materia de decü iones judiciales, se destaCa el respeto por el principio de
igualdad (articulo 13 de la Carta), que supone no solamente la igualdad ante la ley sino también
de trato por parle de las autoridades y (oncretamente igualdad en la interpretación y aplicación de
la ley por las autoridades judiciales, garantizándose de esta forma la seguridad juridica y con ella
la certez,a de la comunidad respecto a Ir forma en la que se van a decidir lós casos iguales. Como
resultado de lo anterior, surge como imite a la autonomia e independencia de los Jueces el
respeto por el precedente [. . .]26".

De la misma tornia, en la sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional precisó que el desconocimiento
del precedente constituye una causal de proce~ibilidad de la acción de tutela cuando la decisión judicial
afecta derechos fundamentales de las partes. En especial, respecto del precedente vertical, la
Jurisprudencia de esa Corporación ha sido enf~tica en sostener que el Juez no sólo está vinculado por el
articulo 13 de la Carta, que impone la igualdad (\e trato juridico en la aplicación de la ley, sino también que
su autonomia se encuentra limitada por la efio'acia de los derechos fundamentales y, en particular, del
debido proceso judiciaf27. Dicha obligación, seg jn la Corte, tiene fundamelito en las siguientes razones:

"[. .. J i) el principio de igualdad que es vinculante a todas las autoridádes e, incluso, a algunos
particulares, exige que supuestos fáCI'iCOSiguales se resuelvan de la miSma manera y, por
consiguiente, con la misma consecuer cia juridiCa; ii) el principio de cosa juzgada otorga a los
destinatarios de las decisiones juridicó's seguridad juridica y previsibilidad de la interpretación,
pues si bien es cierto el derecho no es (~naciencia exacta, si debe existir certeza razonable sobre
la decisión; iii) La autOnomía judicial ni) puede descOnocer la naturaleza reglada de la decisión
judicial, pues sólo la interpretación an'¡ónica de esOs dos conceptos garantiza la eficacia del
Estado de Derecho; Iv) Los principios de buena fe y confianza legitima imponen a la Administración
un grado de seguridad y CMsistencia e las decisiones, pues existen expectativas legitimas con
protección jurídica; y iv) por razones de racionalidad del sistema juridiCo, porque es necesario un
minimo de coherencia a su interiorf. . .]"23.

26Ver, enITe otras, sentencias C-836 de 2001, T .1130 de 2003, T-698 de 2004, rO[31 de 2006, T-571 de 2007, 1-808 de 2007. 1-766 de 2008, 1-014 de 2009 y 1-100 de 2010, de
la Corte Constilucional.

71 Sentencia T.766 de 2ooB. Magistrado ponente: doctor Marco Gerardo Momoy C'¡bfa.
2'lldem.
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En relación con el desconocimiento del precedente, la Corte ha advertid029 que "un caso pendiente
de decisión debe ser fallado de conformidad con el(los) caso(s) del pasado, sólo (i) si los hechos
relevantes que definen el caso pendiente de fallo son semejantes a los supuestos de hecho que
enmarcan el caso del pasado, (ii) si la consecuencia jurldica aplicada a los supuestos del caso
pasado, constituye la pretensión del caso presente y (iJi) si la regla jurisprudencial no ha sido
cambiada o ha evolucionado en una distinta o más especifica que modifique algún supuesto de
hecho para su aplicación. '30

En ese orden de ideas, cuando la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales sin
atender unos requisitos minimos, demostrando que la decisión tomada variaria si hubiera atendido a la
jurisprudencia, se puede aducir que el fallo carece de suficiente sustentación o justificación, lo que
constituye una vulneración del debido proceso y la igualdad.

En reiación con el derecho a la igualdad frente al trato que deben recibir los ciudadanos por parte de los
operadores judiciales, la sentencia C-836 de 2001 expuso:

"La igualdad, además de ser un principio vinculante para foda actividad estatal, está consagrada
en el articulo 13 de la Carta como derecho fundamental de las personas. Este derecho comprende
dos garantías fundamentales: la Igualdad ante la ley y la igualdad de protección y trato por parte
de las autoridades. Sin embargo, estas dos garantias operan conjuntamente en lo que respec1a a
la actividad judicial, pues los jueces interpretan la ley y como consecuencia materialmente
inseparable de esta interpretación, atribuyen determinadas consecuencias jurídicas a las
personas involucradas en el litigio. Por lo tanto, en lo que respecta a la actividad judicial, la
igualdad de trato que las autoridades deben otorgar a las personas supone además una igualdad
en la interpretación y aplicación de la ley."

Ei derecho a la igualdad conlleva a que las autoridades brinden la misma protección y trato a quienes se
encuentren en idéntica situación fáctica. Por ello, este valor se vulnera cuando una autoridad judicial
modifica sin fundamento suficiente sus decisiones frente a casos con hechos similares. El articulo 230 de
la Carta Politica establece que el juez únicamente está sometido al imperio de la ley; por tanto, en principio
no está obligado a fallar de idéntica manera a los casos anteriores31• No obstante, es indudable que
cuando se presentan fallos contradictorios por parte de la misma autoridad judiciai frente a hechos
semejantes, surge un problema frente al derecho a la igualdad. En este sentido la sentencia T-698 de
2004 estableció:

"Nótese que ante esos eventos, lo que está en contradicción es el principio de autonomía judicial
(Art. 230 C.P..) con el principio de Igualdad (Art. 13 C.P.), confrontación que exige necesariamente
una armonización de estos contenidos constitucionales, so pena de desconocer un derecho
constitucional en principio inviolable, por medio de actuaciones contradictorias de las autoridades
judiciales. El articulo 13 de la Constitución Política consagra el principio de igualdad en la
aplicación de la ley, y dispone que "las personas deben recibir la misma protección y trato de las
autoridades", en donde el trato igual, evidentemente, involucra la actividad de los órganos
jurisdiccionales. 32

En este sentido ha concluido la jurisprudencia de esta Corporación, que el derecho de acceso a
la administración de justicia ímplica también el derecho a recibir un trato igualitario. Precisamente
en la sentencia C-104 de 1995, se dijo que el artículo 229 de la Carta debia ser concordado con
el articulo 13 superior, de manera tal que el derecho de acceder igualitaríamente ante los jueces,
se entendiera no solo como la Idéntica oportunidad de ingresar a los estrados judiciales sino
también como la posibilidad de recibir idéntico tratamiento por parte de estas autoridades y de
los tribunales, ante situaciones similares."

:lSEn este sentido, entre muthas otras, pueden verse las sentencias SU4t9 de 1999, SU-1720 de 2000, G-252 de 2001, T.-468 de 2003, T.292 de 2006, C-820 de 2006 y T-162 de
1ll09.
~ Sentencia T-158 de 2006.
JI Asilo estableció la sentencia e-836 de 2001,
!1Sentencia T-321 de 1998.
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En orden a lo anterior se puede establecer pri, a facie, que el juez no puede apartarse de las decisiones
adoptadas por él mismo o por órganos superic1res, cuando quiera que un proceso presente las siguientes
caracteristicas:

(i) los hechos relevantes que definen el litigio p'ndiente de fallo son semejantes a lós supuestos de hecho
que enmarcan un caso del pasado. [

(ii) la consecuencia juridica aplicada a los supLestos del caso pasado, constituye la pretensión del asunto
presente.

(iii) la regla jurisprudencial no ha sido cambiada en una distinta o más específica que lliodifique algún
supuesto de hecho para su aplicación. I
Por otra parte, vale aclarar que la regla de vinc.ulación del precedente no puede ser adoptada de manera
absoluta, teniendo en cuenta que el derecho e~cambiante; para la Corte ha sido claro que dicha pauta no
se puede convertir en la única via para resolver un caso concreto. Por ello, siempre que se sustenten de
manera expresa, amplia y sUfiCiente,' las razor'l~s por las cuales va a desconocer o cambiar una posición
anterior, el funcionario judicial puede apartarsel~e ella.

La juri.sprudencia ha precisado que el.juez (SIngular o COlegiado) sólo puede, apartarse de la regla de
declslon contenida en un proceso antenor cuarido demuestre y cumpla los siguientes reqUisitos:

(i) Debe hacer referencia al precedente qun abandona, lo que significa que no puede omitirlo o
simplemente pasarlo inadvertido como si nunc¡ hubiera existido (principio de transparencia),

(ii) En segundo lugar, debe ofrecer una carga ¡,Irgumentativa seria, mediante la cual explique de manera
suficiente y razonada los motivos por los cuall,s considera que es hecesarió apartarse dé sus propias
decisiones o de las adoptadas por un juez de i¡ ual o superior jerarquia (principio de razón suficiente)33.

Si un funcionario judicial asullie una posición contrapuesta en temas similares, el juez constitucional puede
valorar si sus interpretaciones vulneran los derelchos fundamentales a través del defecto sustantivo.

Derivado de lo anterior, se procederá a demostr¡!r el desconocimiento del precedente por parte del Tribunal
al momento de proferir sentencia y el cual se e¡'taba en la obligación de conocer, asi:

A.. Desconocimiento del Precedente frente a a Reparación de Daños con ocasión de la Declaratoria
de Nulidad de un Acto Administrativo

lal y como se ha expuesto a lo largo de esíe amparo, frente a la Tesis de la Antijuridicidad y su
incompatibilidad con el resarcimiento de daño ¡\lguno a titulo indemnizatorió, derivado de la declaratoria
de nulidad de un Acto Administrativo, General, fl!ndamentado en e,lArticulo 90 de la Constitución Politica,
no obstante, también tiene sustento juriSprudenf:ial, que ha sido esgrimido como fundamento juridico por
parte del Trib,un al al momento de proferir senten¡:ia e,n casos con ide,ntidad de causa y Ob,je,to, tan,to a nivel
vertical como horizontal.

Al respecto, la Sala Plena de lo Contencioso A(, ministrativo del Consejo de EstadO, mediante Sentencia
del 21 de marzo de 2018, dentro del proces( radicado No. 25000232600020b30Ó20601, Consejero
Ponente Dr. Danilo Rojas Bentacourth, y la cu<\1fue proferida por ImpOrtancia JuridiCá, se refiere a los
daños surgidas como consecuencia de la declar'atoria de nulidad de un acto administrativo O declaratoria
de inconstitucionalidad de una norma, manifesta1ndo lo siguiente:

"( .. .)15.3.1.4. Asi las cosas, el argumeLo en que se funila la fesis ile la antijuriilicidad como
contrariedad con las normas superioreslpierde su contundencia pues, si el ordenamiento admite
que normas declaradas inconstitucional ,s sean, sin embargo, de obligatorió cumplimiento entré

JJ Sentencia T-698 de 2004.
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el momento de su expedición y aquel de la declaratoria de inexequibilidad, esto es, que impongan
cargas a los particulares durante dicho periodo, la conclusión según la cual "nadie está obligado
a soportar las consecuencias adversas de una norma que nació a la vida juridica contrariando la
Constitución" no aparece ya como indiscutible, independientemente de que se considere que la
declaratoria de inexequibilidad pone de manifiesto la existencia de una faifa del servicio o no. En
este punto vale la pena recordar que, de acuerdo con el cambio de perspectiva operado por ia
Constitución de 1991, lo detenninante en materia de responsabilidad no es la conducta de la
autoridad que causó un daño, sino la antijuridicidad de este úffimo y éste se define ai margen de
la consideración sobre la existencia de una faifa del servicio.

15.3.2. La tesis de la antijuridicidad como incompatibilidad con la nonna superior también señala
que es posible distinguir la cuestión de la vigencia de una nonna de aqueifa de la responsabilidad
patrimonial a que pueda dar lugar su aplicación. Según esta tesis. una declaratoria de
inexequibilidad con efectos hacia futuro o diferidos en el tiempo sólo permitiría determinar si debe
resurgir la vigencia de normas derogadas por el ordenamiento inexequible o ilegal y si deben
protegerse o no situaciones juridicas consolidadas, pero no tendria incidencia alguna para efectos
de determinar si los daños causados por la ley declarada inexequible eran deberes que los
particulares estaban en la obligación de soportar, esto es, si constituyen o no daños antijuridicos .

15.3.2.1. No obstante, la Sala advierte que en la medida en que, como se explicó, la cuestión de
la vigencia de una ley ifeva implícita la de su obligatoriedad -de ahi que, al resolverse este asunto,
pueda determinarse si es esa norma la que deba aplícarse o si resurgen las derogadas y si las
situaciones poreifa amparadas están consolidadas o no-, no es coherente afirmar que, de acuerdo
con el ordenamiento juridico, la norma, a pesar de su inconstitucionalidad, mantuvo su vigencia
entre su expedición y la declaratoria de inexequibilídad, esto es, que durante ese periodo era
obligatoria para los particulares y, al mismo tiempo, que por virtud de dicha inconstitucionalidad
estos no tenían el deber de soportar las cargas por eifa impuesta34.

15.3.2.2. Al respecto es importante señalar que las mismas razones que ifevan a que nuestro
ordenamiento juridico haya establecido como regla el que las declaratorias de inconstitucionalidad
tengan efectos hacia el futuro y sólo excepcionalmente hacia el pasado, sugieren que la definición
de la antijuridicidad de un daño causado por una ley declarada inexequible sea ligada a los efectos
fijados para dicha declaratoria y no a la constatación de su inconformidad con la Constitución.
Efectivamente, si la fijación de los efectos hacia futuro o diferidos busca garantizar la seguridad
jurídica, esto es, la estabilidad de las relaciones jurídicas que se fundaron y regularon por el cuerpo
nonnativo entonces vigente -circunstancia que, se reitera, no vulnera el principio de supremacía
de la Constitución sino que, al contrario, lo garantiza, tal como lo ha considerado la misma Corte
Constitucional., no hay razones para que la protección de dicha seguridad juridica se circunscriba
a la cuestión de la vigencia de la nonna y deje de lado aqueifa relativa a las cargas por eifa
impuestas.
15.3.2.3. En otros términos, si se acepta que la consideración del principio de seguridad jurídica
sólo tiene efectos para detenninar si una norma está vigente o no pero que, en últimas, nada tiene
que ver con el deber de los particulares de soportar las cargas impuestas -pues este asunto se
definiría a partir de la contrariedad de la norma con el ordenamiento-, se vaciaría de una parte
esencial de su contenido.

15.3.3. Ahora bien, aunque uno de los argumentos en los cuales se apoya la tesis de la
antijuridicidad como contrariedad con las normas superiores consiste en que el juicio de
responsabilidad por los daños antijurídicos de una nonna declarada inexequible no puede quedar
atado a los efectos que la Corte Constitucional le haya dado a su faifa, por cuanto no es
competencia de esta última determinar la antijuridicidad de que habla el artículo 90 de la
Constitución para efectos de la reparación, lo cierto es que, como se explicó en el acápite IV.2 de
la pluricitada sentencia de 13 de marzo de 2018, en el análisis de la antijuridicidad de un daño
supuestamente causado por una norma o acto administrativo declarado inexequible o nulo, el juez

30Cosa distinta ocurre en los casos en los C1uese alega la existen<:ia de un dar'lo especial pues en esos event~ no se discute ni la validez ni la obligatoriedad de la norma que se
invoca como fuente del dano.
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de la responsabilidad del Estado no pcdria dejar de considerar la decisión proferida en el juicio de
legalidad de dicha norma o acto, al m},rgen de la posición que adopte en relación con lo que en
ese pronunciamiento sería determinante para establecer dícha antijuridicidad.

15.3.3,1, En ese sentido basta recordL que la tesis de la antijurídícidad como contrariedad con
las normas superiores también ata el jlhCiO de responsabilidad del Estado por los daños causados
por una ley declarada inconstítucional a la sentencia de inexequibilidad, al dar por sentado que
esta última pondria en evidencia una falla del servicio que necesariamente causaria un daño
antijurídico; razonamiento que, dicho! ea de paso, sugiere que la declaratoria de iliexequibilidad
de una ley puede dar lugar a comp,~ometer la responsabilidad del Estado por el hecho dél
legislador de manera casi au1omática, I~ntanto no insiste en la necesidad de que se acredite cada
uno de los elementos estructurantes d,\1juicio de responsabilidad,

15,3.3,2, Teniendo claro entonces que, 'en todo caso, la decisión adoptada sobre la inexequibilidad
de la ley o la nulidad del acto administr¡tiVO supuestamente causante de un daño es relevante en
el anális,is que debe adelantar el juez (e la ;esponsabilidad del Estado sobre la antijUridiCid,a,d de,
este último, la Sala considera que el criterio de antijuridicidad que mejor se acompasa con el
ordenamiento juridico es aquél que se funda en los efectos de la sentencia proferida en sede de
legalidad y no en la constatación que é"ta realizó sobre la contrariedad de la norma o acto con las
nonnas superío;es, (".)"

De lo anterior, se concluye que ante la declarat,lria de inconstitucionalidad de una norma o la declaratoria
de ilegalidad de un acto administrativo, en mati,ria de responsabilidad del Estado, es necesario estudiar
la antijuridicidad del daño causado a partir delloS efectos de la sentencia que expulsa la ley o el acto
administrativo del ordenamiento juridico, dado (ue el daño no surge de la inconformidad de la referida con
las normas superiores, ya que en términos dE, seguridad jurídica los efectos son hacia el futuro y las
situaciones juridicas que se consolidaron resultlln inmodificables,

La anterior providencia daca su importancia jtidica, ha servido como precedente jurisprudencial para
resolver asuntos con supuestos de hecho idélltiCOS a los que.dieron lugar a proferir la sentencia hay
cuestionada, yen las cuales se han adoptado la TesIs de la Antljundlcldad, llevando a proferir sentencias
absolutorias, las cuales me permito referenclar'j

. - Tribunal Administrativo de Cundinamar¡:a - Sección Tercera - SubseCCión "B", sentencia del 26
de septiembre de 2018, Magistrado PoMnte Dr. Henry Alderi1ar Barreta Mogollón, radicado No.
11001-33.36-033-2015-00333-01, demr'anda en ejerciCio del Medio de Control de ~eparación
Directa, prom,OVida por el señor Ferney ásquez Murillo y en las cuales figuraban como entidades
derñar'ldadas la Nación - Ministerio dE Hacienda y Crédito Público y el MinisteriO de Defensa
Nacional. .

Tribunal Administrativo de Cundinamar[a - Sección Te,rcera - SUbsecció,n "B", sentenc,ia del 18
de julio de 2018, Magistrado Ponente tJr. Franklin Ortiz Pinzón, radicado No. 1001-33-36.036-
2015-00410-01, demanda en ejercicio d~1Medio de Control de Reparación Directa, promovida por
el señor Williligton Ortiz Pinzón y en las[cuales figuraban como entidades demandadas la Nación
- Ministerio de Hacienda y Crédito PÚbl(O y el Ministerio de Oefensa Nacional.

Ahora bien, ra jurisprudencia constitucional ha distinguido dos clases de precedentes: los horizontales y
los verticales; esto, con el fin de establecer losliveles de contundencia que el juez debe dar a cada uno
de ellos al momento de decidir un asunto.

3,1.1, Precedente horizontal.

Este precedente se refiere a aquellas SEntencias fijadas por autoridades de la misma jerarquia o,
inclusive, el mismo funcionario judicial. obre éste la Corte ha señalado que todo juez debe ser
consistente con sus decisiones, de m, nera que casos con supuestos fácticos similares sean
resueltos bajo las mismas fórmulas de Juicio, En la sentencia T-049 de 2007 la Corte estableció
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que este precedente cuenta con fuerza vinculante por cuatro razones básicas: "(i) en virtud del
principio de igualdad en la aplicación de la Ley, que exige tratar de manera igual situaciones
sustancialmente iguales; (ii) por razones de seguridad juridica, ya que las decisiones judiciales
deben ser 'razonablemente previsibles'; (iii) en atención a los principios de buena fe y
confianza legitima, que demandan respetar las expectativas generadas a la comunidad; y
finalmente, (iv) por razones de 'disciplina judicial', en la medida en que es necesario un minimo
de coherencia en el sistema judicial. "35 (Negrilla fuera de texto original).

Asi las cosas, se puede establecer que si un juez desconoce sus propios precedentes, ya sea porque
omite hacer referencia a ellos o porque no presenta motivos razonables y suficientes para justificar su
nueva posición, la consecuencia no será otra que la violación de los derechos a la igualdad y al debido
proceso.36

3.1.2. Precedente vertical.

Esta figura se refiere al deber de observancia de los lineamientos sentados por los órganos
encargados de unificar jurisprudencia. En ese orden de ideas, un juez de inferior jerarquía debe
seguir la posición adoptada por los entes judiciales superiores. Para la mayoría de asuntos, la
interpretación que deben seguir los funcionarios judiciales es determinada por la Corte Suprema
de Justicia o el Consejo de Estado, como órganos de cierre dentro de su respectiva jurisdicción.
En los asuntos que no son susceptibles de ser revisados por esas corporaciones, quienes se
encargan de dictar la pauta hermenéutica en materia judicial son los Tribunales Superiores de
cada Distrito .

En consecuencia, cuando las altas corporaciones se han pronunciado sobre un asunto particular,
el juez debe aplicar la subregla sentada por ellas. En estos casos la autonomía judicial se restringe
a los criterios unificadores de dichos jueces colegiados .

Es asi, que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección "A" al proferir la
sentencia del 24 de enero de 2019, desconoció por completo el precedente jurisprudencial anteriormente
referido, pues de la lectura de la sentencia, no se evidencia que se haya tenido en cuenta las
consideraciones expuestas en dicha providencia, más aun , pues se estableció la responsabilidad del
estado sin determinar o si quiera analizar la existencia de un daño antijurídico, desconoció la Tesis de la
Antijuridicidad frente a los daños ocasionados de la declaratoria de nulidad de Actos Administrativos,
desarrollada en la sentencia dictada por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de
Estado, el21 de marzo de 2018, dentro del proceso radicado No. 25000232600020030020601, Consejero
Ponente Dr. Danilo Rojas Bentacourth, y que a su vez de manera acertada ha sido esgrimida en diferentes
sentencias que han resuelto casos idénticos, a los que dieron lugar a proferir la sentencia cuestionada,
por lo que es claro el desconocimiento abismal de dicha jurisprudencia, sin que el Tribunal sustente el
porqué de dicho desconocimiento, contrariando los postulados constitucionales referentes al respeto por
el precedente jurisprudencial, incurriendo en una total Vía de Hecho.

B." Violación del precedente sobre Situaciones Jurídicas Consolidadas

1; En dicha sentencia, los puntos fueron desarrollados amplia'llente asl: En cuanta e la relación can al igualdad {Q y la seguridad jurlclica (¡¡¡la Corte ha concluido Jo siguíente:'( •••)
lodo tribunal yen eSPecia/la Corle Constitucional tiene la o~ligad6!! de Sf(consislente con sus degsiones previas. Ello deliva no s<io de e!ementíies consideraciones de seguridad
iuridíca _pues las decisiones de los ÍlIetes de~en ser razonablemente previsibles- sino tam~ién de! respeto al orincipio de igualdad puesto que no es iusto gue casos iguales sean
resuellos de manera distinta pº,un misrnoiuez. Paresa. algunos Sect01esde la dodlina consideran que el respeto al precedente es al derecho lo que el principio de universa!ización
y el imperativo categórico son a la ética, puesto que es buen juez aquel que dicta una decisión que estaria dJspuesto a suscribir en otro supuesto diferente que presente caraderes
análogos, yque efedivamen!elo lIace, Por ello la Carle debe ser muy consistente y cuidadosa en el respelo de los crffen.osjurisprudencia/es que han servido de ~ase (ralio decidendi)
de sus precedentes decisiones.' (Sentencia e-447 de 1997. En sentido simnar puede consultarse la Sentencia T-123 de 1995, T.468 de 2003, T-3JO de 2005). Sobfe el precedente
y su relación con lo principios de buena le y conlianza legitima (m)ta jurisprudencia considera' ~Las exigencias eticas delivadas de! principio de la mutua conlianza imponen gue
todas las arJtoridaf!es p@ficas y especialmente. las judiciales aauen con consistencia y unifonnio'ad de modo tal, que siempre deben estar en disposición de adoptar la misma
decisión cuando concurran los mismos presupuestos de hecho y derecho, sin que les sea permitido defraudar la con6anza rJe los ciudadanos con la adopción de decisiones
sorpresivas que no se ajuste.!) a las que sean previsibles conforme a los precedentes ludicia/es sólidamente esfablecidos.' (Sentencia T-468 de 2003). Por su parte, en cuanto a la
disciplina judicial (iv), la Corte ha explicado que 'eJ de~er de atender los precedentes, resulta consustancial al ejercido armónico de la fundÓll judicial. no sólo en atención a las
decisiones propias y de Jos superiores, sino en annonla con ios alcances mismos de la Constitución" (Sentencia C-252 de 2001. Ver l<m'Ib!én la sentencia T-292 de 2006).
:¡¡¡ Asl en la sentencie T698 de 2004, se Indicó: "En mérito de lo expuesto, tenemos que a fin de garantiza- el principio de igualdaa y asegurar igualmente la autonomia e
independencia judicial, los operadores jurfdicos Que resuelvan un caso de manera distinta a como lue decid:do por ellos mismos en eventos semejantes, o sí se apartan de la
jurisprudencia sentada por órganos jurisdiccionales de superior rango sin aducir razones fundadas para esa separación, incurrirén necesariMlente en Ul'la via de hecho,
susceptible de protección a través de la acci6n de tutela',
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De igual forma, se evidencia que en la sentencia objeto de cuestionamiento, el Tribunal incurrió igualmente
en un desconocimiento al amplio precedentE\ establecido por el Consejo de Estado en cuanto a las
Situaciones Juridicas Consolidadas al mamen jo de la deClaratoria de nulidad de un acto administrativo.

Al respecto el Consejo de Estado ha mantenido una postura sostenida frente a las situaciones juridicas
consolidadas en vigencia del acto que posteric!rmente fue declarado nulo, pues ha sostenido lo siguiente:

'Y-.') Ahora, la nulidad de un acto aJlinistrativo general si bien es cierto que la jurisprudencia
tiene determinado que produce efecto~\ ex tunc ('desde entonces), esto es, desde el momento en
que se profirió él acto anulado por h~ que las cosas deben retrotraerse al estado en que se
encontraban antes de la expedición de' acto, no es menos cierto qué la jurisprudencia también
tiene establecido que ello en modo ¡.fguno significa que dicha declaratoria afecte situaCiones
concretas e individuales que se hayan roducido en vigencia del mismo,

En otras palabras, sólo las situaciones no definidas son afectadas por la decisión anulatoria, bien
porque se encontraban en discusión o eran susceptibles dé diScusión en sede administrativa, ya
porque estuvieren demandadas o eran susceptibles de debatirse ante la jurisdicción administrativa
entre el momento de la expedición d<ll acto y la sentencia anulatoria, Se eXCluyen, entonces,
aquellas situaciones consolidadas en ,bs de la seguridad juridica y de la cosa juzgada, habida
cuenta de que "la ley l.,.) ha querido q¡Je las situaciones particulares no queden indefinidamente
sometidas a la controversia jurídica y p,(a ello ha establecido plazos dentro de los cualés se"puede
solicitar la revisión de las actuacione~1 administrativas y de encontrarse violatorias de normas
superiores, para excluirlas del ámbito juridico y restablecer el derecho del afectado",

De consiguiente, sí "se han vencido IO,l, plazos para su impugnación con anterioridad a la fecha
del fallo, pues éste no tiene como Iconsecuencia revivir términos que otras disposiciones
consagran para su discusión administrrva o jurisdiccional o para que el acto quede en firme ",37

La anterior Tesis ha sido acogida por las diferetltes secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo
del Consejo de Estad038, lo que ha permitida es,ablecer un precedente juridico consolidado respecto a las
situaciones juridicas consolidadas, l
Las anteriores posturas no fueron tenidas en c enta o si quiera reteridas, pues la Subsección "A" en la
sentencia que ahora se cuestiona en la que se limitó a afirmar que el caso no puede ser tratado bajo la
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l7 Sección Tercera, Subsección "5" de la Sala Contencioso Administratil,a del Consejo de Estado, en sentencia del 9 de octubre de 2014, proceso rad'cado
25000232600020030051401 (e~p 32 567l. COnsejero Ponente 01. Danno Rojas 8,tancourth.
31{ Sentencia del 7 de febrero de 2018, el M.P, Juan Ángel Palacio Hir.capié sen~~oque: "En ;eiteradajurisprudencia esta Sección ha precisarlo que'os (allos de nulidad producen
efectos "e>ltuncO,es dedr, desrle el momento en que se prof.rió el acto anulado,lor fo que las cosas deben retrotraerse al eslari:l en que se encontraban, .In/es de su e'qJedlcilin.
De igual manera. ha señalado que la sentencia de nulidad que recaiga sobre un 8"'to de caráder general. aleda las situaciones que no se éricuenlren consofldadas, eslo es, que al
momento de producirse el fallo se deba/jan o eran suscepfibles de debatirse antelas auloñdades administrativas o ante la junsdicéióll ContenCiosa AdmirJstraliva"

Providencia del3 de juliO de 2013 proferida dentro del expediente 250QO.2J.27.oo(008-00129 ..0l (19017), la Consejerii Ponente Ora Carmen Tere.sa Ortiz de Rodriguez consigno

"[ ... ) Siguiendo la posicion fijada por esta Sala, los fallos de nulidad de actos de c.arllcter general. tienen efeclo ¡nmedialo sobre las situaciones jurlihces no consolidadas, es decir,
aquellas que se debatían ante las autoridades administrativas o anle la Jurisdiccio~ de lo Contencioso Administrativo, como en este caso, toda vez ~ue cuando se define la situación
juridica particular y concreta, la n!)lma que debla tenerse en cuenta para resolver ~I caso es Inaplicable porque rue declarada nula.

Como se advierte a partir de la anlerior descripción de los efectos de las sentencia; de nulidad de esta junsdlcción, es indispensable que las situaciories jurldlcas que se afectan con
la providencia, no estén consolidadas, lo cual ocurre cuan:;lo estAn aun siendo det'.~tidas o eran susceptibles de debate. (, .. )"

En sentencia del J de agosto de 2016, denlIo del expediente 1JOO1-2J.3t"OO0-20~!I-OOOa7-01, Consejero Ponente Dr. Hugo Fernando Bas~das Bárcenas, e~puso:

"(... ) La Sección Cuarta del Consejo de Estado es de la tesis de que los efectos llas sentencias de nulidad de los actos adminislIativos de carllclef general (normativos) son de
efecto inmediato respecto de tas situacioiles jurldicas no conSolidadas,. I
Por ende, tales sentencias no arectan las situaciones juridicas conso~dadas, este, es, aquenas que resultan de la ejecutoria y ejecutividad de actos administrativos particulares y
concretos, porque ya estAn vencidos los plazos para demañdartos judicialmente'¡ y tambien cuando ha prescr~o el derecho a pedir la devoluciOn, por vencirñielilo del término
establecido en la ley para ese e:ecto. ~

P¡ya la Sata la seguridad juridica se fundamenta precisamente en la consolidaci6n e las situaciones juridlcas, situaciones que, ademas pueden ser favorables o desfavorables. Asi,
si un particular, bajo determinada ley o determinados actos adininistralivos geilerah s, que son leyes en sentido lato, ga~ó o adquirió é1elerillinado derecho, quiere decir que consolidO
una situación jurídica lavorable que incluso pudo haber entrado a su patrimonio ecrómico o moral. Y una sentencia que anule esa ley no puede afectar esa situaci6n.

Ahora bien, si, bajo determinada ley, un pa1k:u1ar debió atender una obligatión 0tdesprenderse definitivame~t9 de cierto derec~o, eso 5ign~ca.qU9 hubo a su vez un derecho en

ravor de otro [acreedor, que puede ser el Estado}, que bien pudo consolidar una sil1lación favorable para aquel pero desfavorable para el deudor (contribuyente).
En este uttimo casó también hubo situaciones jurídicas consolidadas para ambos sf~elos jurídicos.

Ni ta inex9quibilidad de la ley ni la nulidad det acto administrativo normativo o gene!al pueden implicar ope tegis que se deshagan las situ~ciones que sé consolidaron para sostener
que nurlca exislierorl y que tas cosas votverlaii al estado en que se encontraban antes, to cual suele resultar incluso imposible. ( ... )"
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perspectiva del hecho del legislador por no tratarse de una ley sino de un decreto. Ese hecho desconoce
el núcleo mismo del precedente jurisprudencial que aqui se alega como vulnerado, pues el Consejo de
Estado no ha hecho tal distinción y han aplicado a los efectos de la declaratoria de nulidad de decretos
los mismos criterios aplicables a la exequibilidad de la ley.

Aún más reprochable resulta la tesis que platea el fallo que ahora se cuestiona respecto de los efectos de
la declaratoria de nulidad de decretos bajo la vigencia del Decreto 01 de 1984. En efecto, a ese respecto
se afirma que "se entendió que sus efectos eran retroactivos" sin citar en apoyo de esa tesis
pronunciamiento jurisprudencial alguno. Lo cierto es que aún bajo la vigencia del Decreto 01 de 1984 se
discutian los efectos en el tiempo de las sentencias, también es cierto que a ese respecto existía debate.
Justamente por la existencia de debate es que el Consejo de Estado en Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo del Consejo de Estado en sentencia del 21 de marzo de 2018, expediente No. 29 352,
radicado No. 250002326000200300206-01, Consejero Ponente Danilo Rojas 8etancourth, proferida por
importancia juridica se detuvo a analizar el asunto y llegó a una decisión diametralmente contraria a la que
adoptó el Tribunal.

De lo anterior se puede determinar que el Consejo de Estado como máxima autoridad de la Jurisdicción
Contenciosa Administrativa, ha fijado en distintas providencias, su postura respecto a los efectos de las
sentencias que declaran la nulidad de los actos administrativos generales, y las situaciones que fueron
consolidadas en vigencia del mismo, postura que fue indiscriminadamente desconocida por el Tribunal
Administrativo de Cundinamarca, sin fundamentar el porqué de su posición, requisito indispensable para
apartarse del precedente fijado por su superior jerárquico y que en función de su actividad judicial debe
acatar, concretándose nuevamente un defecto sustantivo por desconocimiento de precedente,

(iii) VIOLACiÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCiÓN

Para iniciar, es preciso señalar que en la demanda de reparación directa en cita el actor señaló como parte
pasiva a la Nación- Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ordenándosele el pago de daños materiales
a favor del actor, derivada de una interpretación errónea a la normatividad aplicable al caso, tales como
el Articulo 90 constitucional, y de lo cual se está causando un grave perjuicio a las arcas del estado y se
vulnera de manera flagrante el decreto No. 111 de 1996, Estatuto Orgánico del Presupuesto, el cual
señala ios órganos de la administración que lo conforman, las obligaciones y responsabilidades que debe
atender cada cual con sus respectivas apropiaciones.

Como se desprende de lo dispuesto en el estatuto Orgánico del Presupuesto, el hecho de que el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el Departamento Nacional de Planeación,
prepare el proyecto del Presupuesto, no quiere decir que este Ministerio deba responder por todas
las obligaciones que eventualmente puedan surgir a cargo de la Nación; ya que el mismo estatuto
tiene previsto en su articulo 45 la forma en que se atienden las obligaciones originadas en decisiones
judiciales.

Articulo 334 de la Constitución Política. Sostenibilidad Fiscal

De igual forma la providencia cuestionada, transgrede lo expuesto en el Articulo 334 de la Constitución
Politica de 1991, pues la sostenibilidad fiscal es el contexto indispensable para que todos los asociados,
en función de sus necesidades individuales, tengan acceso a los recursos públicos en condiciones de
justícia y equidad, comprometiendo a todas las ramas del poder público en la garantía de disponibilidad
permanente de recursos para su financiación.

"La sostenibilidad fiscal es importante para el progreso económico y social de un país en la medida
en que el sector público busca que, ante una determinada y limitada capacidad para recaudar
ingresos y para acceder a recursos de financiamiento, la politica de gasto pueda mantenerse o
sostenerse en el tiempo, de manera que en el mediano y en el largo plazo se logren importantes
objetivos públicos, como la reducción de la pobreza y la desigualdad y la equidad
intergeneracional, y un crecimiento económico estable. En otras palabras, el Gobierno protege la
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sostenibifidad fiscal cuando la senda dr- gasto que adopta en el presente no socava su capacidad
para seguir gastando en la pronioclóll de los derechos sociales y en los demás objetivos del

. Estado en el mediano plazo. '39 1
Derivado de .Iacondena impuesta, se está vial, ndo el postulado constitucional de .IaSostenibilidad Fiscal,
pues se esta ordenado el pago de una condl(na a la que el MInisterio de Hacienda no esta obligado
legalmente a cumplir, lo que cons.tituye una afrctación alas recurso.s de la Na.ción, al destinar recursos
para solventar el pago de condenas que no del erla asumir, pues tal y conio se ha explicado ampliamente
el daño que se predica en la sentencia no e, antijurídico, a su vez versa sobre una situacíón jurídica
consolidad, por lo que no habría lugar a resarcir ningún daño.

4., DERECHOS FU~DAMENTALES VULNERADOS

L. Violación del derecho al debido proceso

L. Violación del derecho a la Igualdad

En sintesis, encuentra la sala qué, si bieri causo un
daño, el mismo se torna juridico, porque los
descuentos realizados sobre la prima de vacaciones
devengada por el demaridante, eri virtud del
parágrafo 2 del articulo 11 del Decreto 1091 de 1995,
se hicieron durante el tiempo que la norma estuvo
vigente, pues la misma gozaba de présunción de
legalidad y debía ser aplicada por la Policia Nacional,
aunado a lo anterior, su situacióli está consolidada,
en tanto, no existe discusión administrativa o judicial
pendiente por resolver, por lo que los descuentos
quedaroneh firme y resultan inmodific.ables.

De los defectos previamente demostrados sel desprende directa y necesariamente la vulneración del
derecho fundamental a la Igualdad, pues el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, trato
diferencialmente a las entidades demandadas Identro del proceso, al momento de proferir ia sentencia,
pues se aparta arbitrariamente de los postuladc.s normativos eri materia de Responsabilidad del Estado y
los precedentes jurisprudencia les consolidadol; por su superior jerárquico, frente a los efectos de las
sentencias declaratorias de nulidad de los acto!! administrativos generales.

Este, ostenta el carácter de tal de acuerdo al artIculo 13 de nuestra Carta Politica de 1991, de conformidad
con el cual "Todas las personas n.'acen libres e i¡¡UaleSante la ley, re.cib.irán la misma protección y trato de
las autoridades". Es un derecho que posee una ,structura compleja, pues se compone por un conjunto de
garantias que deben ser observadas por cualquier autoridad al momento de proferir sentencia .

En el presente caso, la vulneración del derecho de defensa y en consecuencia del derecho constitucional
al debido proceso eh perjuicio del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es consecuencia del defecto
material y del desconocimiento del precedent'¡l4o en los cuales incurrió .el Tribunal Administrativo de
Cundlnamarca al emitir su sentencia el 24 de ¡mero de 2019, pues es claro que para el caso que nos
ocupa ya existe un criterio jurisprudencial co~solidado, pues no es la primera seritenCia en materia
contenciosa administrativa que estudia de fonclo la existencia o no de un daño antijurídico frente a la
declaratoria de nulidad del Parágrafo Segundo tlel Articulo 11 del Decreto 1091 del 27 de junio de 1995,
pues al respecto encontramos las siguientes: I

Tribunal Administrativo de Cundiriamarca -
Sección Tercera - Subseccióri "B", sentencia
del 10 de octubre de 2018, Magistrado
Ponente Dr. Henry Aldemar Barreta
MogOllón, radicado No. 11001-33-36-006-
2015-00308-01
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J9 Sentencia de Constitucionalidad c.28a de 2012.
., Gr. Corte ConstihJclOrtal. Sentencia T-4S4 de 2011. M.P.: JORGE IVAN PALACIO PALACIO.
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Tribunal Administrativo de Cundinamarca - A pesar de la acreditación de los descuentos, el daño
Sección Tercera - Subsección "B", sentencia padecido por el demandante se toma juridico y por
del 26 de septiembre de 2018, Magistrado ende está en la obligación de soportarlo, en tanto, los
Ponente Dr. Henry Aldemar Barreto efectos de las providencias que expulsan del
Mogollón, radicado No. 11001.33.36.033~ ordenamiento juridico un acto administrativo general
2015.00333.01. y abstracto, en virtud del articulo 45 de la Ley 270 de

1996, son hacia el futuro, a menos que el órgano que
profiera la decisión module los efectos en un sentido
diferente.

Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Los descuentos realizados en virtud de la norma declarada nula,
Sección Tercera - Subsección "B", sentencia no constituyen perse, un daño antijuridico, en la medida en que

del 18 de julio de 2018, Magistrado Ponente el legislador estableció un trámite expedito, ta realizar la solicitud
de devolución de las sumas que hoy considera pagadas sin

Dr. Franklin Ortiz Pinzón, radicado No. 1001. fundamento jurídico.
33.36.036.2015.00410.01.

Juzgado Treinta y Dos Administrativo del No puede deducirse una responsabilidad del Estado cuando el

Circuito de Bogotá - Sección Tercera, máximo órgano de lo contencioso administrativo haya declarado

sentencia del8 de agosto de 2017, radicado la nulidad de una norma, por cuanlo, se insiste, los efeclos
generados hasta la dectaratoria de la misma son válidos, la

No. 1001.33.36.032.2015.00263-00. suscrita no puede desconocer que los efectos de las sentencias
de nulidad son ex tune, y solo tiene efectos retroactivos frente a
situaciones iuridicas no consolidadas.

Por su parte, en relación el desconocimiento del precedente, la Corte Constitucional ha señalado que esta
vulneración a su vez, implica una violación del derecho fundamental al debido proceso, la cual se presenta
cuando "/a autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudencia/es sin ofrecer un minimo
razonable de argumentación"41 o en las ocasiones en las que el fallo "carece de /a suficiente sustentación
o justificación"42 .

En el caso sub Jite, la falla de argumentación relacionada con la responsabilidad del estado, el daño
antijuridico, y las situaciones juridicas consolidadas, configuró una clara vulneración del derecho al debido
proceso del Ministerio de Hacienda.

Finalmente, el defecto material o sustantivo -que se configura por el desconocimiento de la normatividad
aplicable al caso concreto., vulnera el derecho fundamental al debido proceso del Ministerio de Hacienda
por cuanto, fruto de la errónea interpretación de ias normas competenciales que orientan las actividades
de las entidades actoras y del articulo 90 constitucional, se les impartió a las mencionadas entidades una
orden de gran envergadura, afatando el postulado constitucional de las sostenibilidad fiscal, y por ende
los recurso de la Nación.

Por supuesto, todos los demás defectos materiales en que incurrió el Tribunal accionado y que ya fueron
expuestos, conducen a la violación del debido proceso, como quiera que impactan directamente en una
errada toma de decisión dentro de un proceso que fue absolutamente ajeno a las entidades aqui
accionantes,

5. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL URGENTE PARA LA PROTECCiÓN
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

El articulo 7° del Decreto 2591 de 1991 establece que, en el marco de acciones de tutela, podrá solicitarse
al juez constitucional que decrete medidas provisionales tendientes a proteger el derecho fundamental
que está siendo vuinerado o amenazado o la producción de otros daños como consecuencia de los hechos
que puedan tener lugar. La norma en comento señala lo siguiente:

.llbld.
•1Ibld.
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"Articulo 7. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la
solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho,
'suspenderá fa aplicación del acto concn\to que lo amenace o vulnere,

Sin embargo, a petición de parte o de O~CiO,se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la
ejecución, para evitar perjuicios ciertos I¡ inminentes al interés público, En todo caso el juez podrá
ordenar lo que considere procedente oara proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto
de un eventual falto a favor del SOlicit~nte.

La suspensión de fa aplicación se notífic~rá inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho
la solicITud por el medio más expedito Prble,

El juez también podrá, de oficio " a petición de parte, dictar cualquier medida de
conservación o seguridad encaminal a a proteger el derecho o a evitar que se produzcan
otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de coilfonilidad con las
circunstancias del caso,

El juez podrá, de oficio o a petición de p rte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en
cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado"
(negrillas nuestras), r

Al respecto, la Corte Constitucional ha estableci~o que "procede el decreto de medidas provisionales frente
a las siguientes hipótesis: (i) cuando éstas re~lultan necesarias para evitar que la amenaza contra el
derecho fundamental se concrete en una v¡},lneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia de una
violación, sea imperioso precaver su agravaciól)"43

Teniendo en cuenta lo anterior, se solicita como medida provisional en URGENCIA, la SUSPENSiÓN DEL
CUMPLIMIENTO DEL FALLO OBJETO DE ClJESTIONAMIENTO,

Así las cosas, se considera que en el presentelcaso se configura la primera de las hipótesis planteadas
por la Corte Constitucional, relaliva a la necesidad de la medida para eVitar que la amenaza eXistente
concrete una vulneración a los derechos fundalnentales de las entidades accionantes, pues tal como se
explicó en el acápite respectivo, el derecho al ~ebido proceso en cabeza del Ministerio de Hacienda se
encuentra amenazado por la condena impartida por el Tribunal Mministrativo de Cundinamarca en su
sentencia del 24 de enero 2019,

En sintesis, de no adoptarse la medida provisic nal solicitada se podria ver frustrada toda eficacia de un
eventual fallo que tutele los derechos fundamentales de las entidades accionantes,

6 PETICIONES

PRIMERA: CONCEDER EL AMPARO CONST TUCIONAL inmediato de los derechos fundamentales al
Debido Proceso, a la igualdad, a la sostenibilid¡d Fiscal y Seguridad Jurídica, de la Nación - Ministerio
de Hacienda y C,rédito,Públic.O,vU,lnerados actu, Im~nte por el Tribunal Adm,i~istrativo dec, undiliam, are,a -
SeCClon Tercera - SubseCClon "A", allncurnr er VIA DE HECHO con ocaslDn de la Sentencia del 24 de
enero de 2019 proferida en Segunda Instancia, dentro del medio de control de Reparación Directa, bajo
radicado número 11001333603420150030301, ejercido por el señor JULIO CÉSAR SÁNCHEZ GOMEZ,

SEGUNDA: En conseCuencia, en sede de a)lParo constitucional y con el fin de evitar un perjuicio
irremediable, DECLÁRESE DEJAR SIN EFECT )S, la providencia proferida por el Tribunal Administrativo

'3 Corte Constitucional, Auto 258 de 2013. M.S.: ALBERTO ROJAS Rlos,
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de Cundinamarica, en fecha 24 de enero de 2019, sin pe~uicio de las demás medidas que el juez de tutela
considere necesarias, pertinentes e idóneas para salvaguardar los derechos constitucionales que se vean
afectados.

TERCERA: Finalmente, de manera respetuosa se solicita al Consejero Ponente, se vincule al presente
trámite de tutela, a la Nación ~ Ministerio de Defensa Nacional y al actor de la demanda de reparación
directa, por tener interés legitimo en las resultas del presente amparo, en virtud del inciso final del articulo
13 del Decreto 2591 de 1991.

7. PRUEBAS Y ANEXOS

1.- $e solicita tener como prueba la integralidad del expediente correspondiente al proceso de acción de
reparación directa con radicación 11001333603420150030301, que cursó el trámite de primera instancia
en el Juzgado Treinta y Cuatro (34) Administrativo Oral del Circuito de Bogotá D.C ~ Sección Tercera y,
el de segunda instancia, en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, demanda contenciosa
administrativa en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en contra de la Nación. Ministerio
de Hacienda y Crédijo Público y Ministerio de Defensa Nacional, promovida por el señor JULIO CESAR
SÁNCHEZ GÓMEZ . Se solicita oficiar para la remisión de los mismos.

2." Copia de la Sentencia de Segunda instancia de fecha 24 de enero de 2019 proferida por el Tribunal
Administrativo de Cundinamarca.

3." Copia del pantallazo de página web en la que aparece la evolución cronológica del proceso con
radicación 11001333603420150030301 yen el que queda claro que sentencia fue proferida ei 24 de enero
de 2019.

4." Resolución 0928 del 27 de marzo de 2019,

8. JURAMENTO

Bajo la gravedad de juramento afirmo que no he presentado otra acción de tutela por los mismos hechos
y derechos reclamados en la presente acción.

9.- NOTIFICACIONES

Recibo notificaciones en la Secretaria de su Honorable despacho, o en el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público. Carrera 8 No, 6 C 38. Edificio San Agustin ~ Grupo de Representación Judicial de la Subdirección
Juridica, Tel: 3811700, Correo electrónico: Notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co. Bogotá,D.C.

Atentamente,

~ONICAACOSl~CíA
~':'"~ ..N:.~1~829.395 de Bogotá D.C.

T.P. W66.333 del C.S. de la J.

Anexo: Lo enunciado en nueve (9) folios útiles.

Firmado digitalmente por: Sandra Monica Acosta Garcia
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